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1. Introducción

 
La crisis habitacional que presenta la Ciudad constituye una de las problemáticas más acuciantes que todavía no encuentra su lugar en la agenda pública local.

 
El déficit habitacional se ha agravado en los últimos años.  Si bien no se dispone de estadísticas oficiales que den cuenta de esta evolución ya en el año 2001/2002 se estimaba que entre el 15 y el 20% de la población de la Ciudad se encontraba en una situación habitacional deficitaria. 

 
La gravedad del tema fue oportunamente abordado por la Legislatura de la Ciudad Autónoma que el día 29 de julio de 2004 sancionó la Ley nº 1408 que declaraba en estado de “Emergencia Habitacional” a la Ciudad de Buenos Aires por un plazo de tres años. La norma constituyó un Fondo de Emergencia Habitacional para asignar a los programas existentes o creados por ley específica que tengan por objeto las soluciones habitacionales transitorias o definitivas para los grupos familiares y/o personas en situación de emergencia. Actualmente se están discutiendo en dicho Cuerpo Legislativo diversos proyectos que proponen extender la emergencia declarada en el ámbito citadino. 

 
En la Ciudad de Buenos Aires, uno de los problemas centrales para materializar el derecho de la población a una vivienda adecuada que cumpla con los estándares internacionales es la dificultad de acceder al suelo. Vastos sectores de la población de escasos recursos, ante la imposibilidad de calificar en los esquemas y mecanismos tradicionales del mercado, vienen resolviendo su necesidad de alojamiento -desde hace años- mediante estrategias alternativas calificadas como “informales”.  La nota distintiva de este tipo de hábitat, además de la precariedad, es la falta de seguridad que presenta la tenencia y la mayor exposición o riesgo a situaciones de desalojos.  Dentro de estos tipos de informalidad urbana se computa la población que reside en villas de emergencia, otros asentamientos precarios, casas tomadas, hoteles, conventillos pensiones o predios ociosos.


El Estado tiene un rol decisivo en la problemática habitacional y la producción del hábitat informal. La intervención en la regulación del mercado del suelo y otros mercados relacionados (vivienda, crédito, alquileres) tiene un fuerte impacto sobre el acceso a la vivienda de la población de menores recursos. En la Ciudad, luego de la crisis económica del año 2001, el mercado de la construcción y la actividad inmobiliaria cobraron un impulso importante.  Empero, este mayor dinamismo que verificaron estos sectores respondió a una lógica de tipo especulativo. Luego del 2001 el mercado de inmuebles se habría constituido en la opción más segura para la colocación de ahorros y la construcción se convirtió en un negocio rentable para los operadores privados y los emprendimientos urbanos de magnitud. En virtud de ello, el auge de estos mercados no sólo tuvo una escasa o nula incidencia en la reversión del déficit habitacional sino que contribuyó a incrementar exponencialmente el valor del suelo y de los inmuebles aumentando las restricciones de acceso a la vivienda de los sectores de menores recursos.  El mercado de inmuebles no fue el único que verificó un importante incremento de precios, también aumentaron considerablemente el valor de los cánones locativos y los requisitos exigidos por los titulares dominiales para calificar como locatarios lo que importó una selección natural de inquilinos que excluyó del mercado a los sectores medios y medios-bajos de esta forma de tenencia.


El diseño y desarrollo de políticas públicas sostenibles en materia habitacional constituyen otro capítulo básico en la solución de la problemática habitacional.  La estructura actual de la oferta de vivienda –sin la intervención estatal- excluye a amplios sectores de la población del acceso a la vivienda y contribuye a acrecentar y fortalecer el hábitat informal.


La problemática de la vivienda en la ciudad requiere reformular, desde una visión crítica, el rol que le cupo al Estado en las últimas décadas. Resulta imprescindible reformular las concepciones subyacentes en las intervenciones estatales que conciben la emergencia y la problemática habitacional como un problema inevitable o  meramente coyuntural producto de un desajuste transitorio.



Lo cierto es que el problema de las familias sin vivienda o con vivienda deficitaria se agrava día a día. Más de dos mil trescientas (2.300) familias serán desalojadas en los próximos meses y el Estado no tiene una respuesta adecuada para abordar esta acuciante problemática. Si para el ciudadano común esta circunstancia constituye un hecho evidente, para los estamentos estatales pareciera que la problemática habitacional no ha alcanzado la entidad necesaria para ser incorporada a la agenda pública.


El objetivo del presente informe es brindar una aproximación a la situación actual que presenta la Ciudad en materia habitacional y proponer algunas líneas de reflexión que contribuyan a un abordaje adecuado y sostenible de este grave problema social.

2. El incremento de los desalojos en la Ciudad. 

 
Si bien no se dispone de estadísticas oficiales la consulta de diversas fuentes nos permite lograr una aproximación a la situación de emergencia habitacional que presenta hoy la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

 
Según un informe remitido por la Oficina de Estadísticas de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil del Poder Judicial de la Nación, las causas ingresadas a la Justicia Nacional, durante el ejercicio 2006, en concepto de desalojo –por falta de pago, por vencimiento de contrato, comodato, intrusos y otras causales- ascendieron a cuatro mil ochocientas treinta y tres (4.833).  No se disponen de datos certeros que nos permitan establecer la cantidad de familias demandadas en cada causa.  Empero, podemos precisar que no menos de diecinueve mil (19.000) personas se sumaron durante el año 2006 al universo de familias en emergencia habitacional
 .

   
Asimismo, en dicho año, la Justicia dictó un mil novecientos setenta y seis (1976) sentencias de desalojo.


El Estado local aborda la emergencia habitacional a través del Programa de Atención a Familias en Situación de Calle, que depende del Ministerio de Derechos Humanos y Sociales del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  El objetivo de dicho programa es el de asistir -con un subsidio- a aquellos hogares que se encuentren en inminente situación de desamparo habitacional, o se hallen transitoriamente sin vivienda o refugio por causa de desalojo.  Dicho programa se encuentra normado por el Decreto 690/06 (B.O.C.B.A. nº 2463) y prevé el otorgamiento de un monto de hasta pesos: dos mil setecientos ($ 2.700) -que se abonan en seis (6) cuotas mensuales de cuatrocientos cincuenta pesos ($ 450)- a cada grupo familiar que acredite fehacientemente –con sentencia judicial de desalojo- su situación de emergencia habitacional.  El análisis de las prestaciones otorgadas en el marco de dicho programa nos aporta otra aproximación a la magnitud que presenta la emergencia en la Ciudad. Resulta relevante destacar que el universo analizado no agota el total de familias en situación de desalojo toda vez que la población objetivo del programa que se analiza está integrado por aquellos hogares en situación de desalojo cuyos ingresos resulten menores al monto resultante del índice correspondiente a la canasta básica alimentaria, elaborada mensualmente por el INDEC (art. 11º, inc. c), por lo que esta población constituye apenas un segmento del universo total de hogares en emergencia habitacional. Empero, las tendencias y proyecciones que se registran en este segmento resultan útiles para lograr una comprensión más acabada de la problemática en análisis.


Durante el ejercicio 2006 el Programa de Atención a Familias en Situación de Calle -creado por el decreto 690/06- atendió a cuatro mil ciento cuarenta y seis (4.146) hogares en emergencia habitacional. 

 
En los cuadros que se detallan a continuación se intentará reflejar el comportamiento de la demanda y las variaciones verificadas en el ejercicio 2006 y entre este y el año en curso que informan el crecimiento exponencial de los hogares en emergencia habitacional. 

 
La cantidad de hogares que quedaron en situación de calle y tramitaron un subsidio habitacional para afrontar el pago de un hotel o una vivienda transitoria se incrementó entre el primer y el segundo semestre del año 2006 en un 274 %.  

Gráfico 1. Variación porcentual de beneficiarios del Programa. Año 2006: 1er Semestre-2º Semestre. 
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Ahora bien, si comparamos los subsidios otorgados entre el primer y cuarto trimestre de ese mismo año, advertimos que la cantidad de familias que solicitaron su incorporación al Programa de Atención a Familias en Situación de Calle prácticamente se sextuplicó alcanzando dicha variación un incremento del 595%.

Gráfico 2. Variación porcentual de Beneficiarios del Programa . Año 2006: 1º Trimestre-4ºTrimestre. 
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La situación descripta no registró mejoras en el año en curso.  La cantidad de hogares en situación de calle asistidas por el Programa durante el primer semestre del año 2007, ascendieron a tres mil seiscientos cincuenta y siete  (3.657), es decir que, en apenas un semestre del año se atendió casi la misma cantidad de hogares que en todo el ejercicio precedente lo que nos permite alcanzar una idea acabada de la magnitud y la proyección que presenta este fenómeno.

Cuadro 1. Programa Atención a Familias en Situación de Calle. Comparación cantidad de hogares 

    asistidos. Año 2006/1º Semestre 2007.

	Beneficiaros Año 2006
	Beneficiarios 1er Semestre

Año 2007

	4146
	3657


 
Esta tendencia alcista se ilustra adecuadamente al comparar las prestaciones otorgadas por el Programa en el primer semestre del año 2007 con el mismo período del año anterior, registro que alcanza una variación del 330 %.

Grafico 3. Hogares Asistidos por Programa Atención a Familias en Situación de Calle. Comparación 1º 

                  y 2º Semestre 2006
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Los guarismos precedentes, si bien no agotan el universo de familias afectadas por desalojos -y constituyen apenas un muestreo de la problemática en análisis- resultan suficientemente elocuentes a la hora de reflejar el colapso habitacional que presenta la Ciudad y la tendencia al alza que se verifica en materia de desalojos en el ejido metropolitano. 

 
El creciente desamparo al que se encuentra expuesto este universo poblacional –en constante crecimiento- motivó una presentación de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad ante el Cuerpo Legislativo local de un proyecto de Declaración. En dicho proyecto se sugiere a la Cámara de Apelaciones en lo Civil de la Nación que disponga, en todos los juicios de desalojo que se sustancien en la jurisdicción que,  previo a ordenar el lanzamiento de los ocupantes, los juzgados adopten las medidas necesarias a fin de realizar un informe socio-ambiental. Cuando de dicho informe se derive el incumplimiento en las obligaciones contraídas o la situación de hecho configurada que llevan al desalojo, obedecen a razones socioeconómicas ajenas a la voluntad del o los demandados, los tribunales actuantes deberán enviar un oficio judicial que incluya una copia del informe socio ambiental al Ministerio de Derechos Humanos y Sociales del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para que éste adopte las medidas habitacionales o de protección correspondientes.


Como se advierte de los párrafos precedentes la situación habitacional en la Ciudad se encuentra colapsada. A mayor abundamiento, resulta dable señalar que se han dictado sentencia en numerosos juicios de desalojos y que dichos pronunciamientos judiciales se encuentran firmes, por lo que, en los próximos meses, estas sentencias se ejecutarán dejando en situación de calle a más de dos mil trescientos (2300) grupos familiares de escasos recursos (ver Anexo I).


Cobra especial relevancia, en este preocupante contexto social, el hecho de que algunos de los desalojos recientemente ejecutados o en agenda para los próximos meses corresponden a predios de propiedad del Estado Nacional.  Hace escasos dos meses, se ejecutó el desalojo forzado de más de cuatrocientas (400) familias alojadas en un predio ubicado entre las calles Miravé, Alfayate, Suárez y Zavaleta, frente a la Estación del tren Buenos Aires, de la ex línea Belgrano Sur.  El predio estaba afectado al Organismo Nacional de Administración de Bienes del Estado (ONABE).  La orden de desalojo la dictó –a instancias de esta repartición estatal- el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso, Administrativo Federal nº 9. Las familias desalojadas fueron asistidas por el Gobierno de la Ciudad con un subsidio habitacional de pesos: cuatrocientos cincuenta ($ 450) mensuales por un plazo de seis meses. Al término de dicho plazo estas familias pasarán a engrosar, mayoritariamente, el universo de familias alojadas en hábitats informales en la Ciudad o la región metropolitana.

 
El Estado Nacional también es el propietario de otro predio –lindante a la villa 21.24, de Barracas- en el que habitan más de cien (100) grupos familiares de escasos recursos que son objeto de una acción de desalojo en trámite por ante el Juzgado Federal nº 6, Secretaría 11. Estas familias, amenazadas con el desahucio, vivían mayoritariamente en la villa 21.24, asentamiento que, al igual que otras villas de la ciudad, ha sufrido un crecimiento demográfico exponencial en los últimos años. Este crecimiento desmedido –que en dos décadas acumuló una variación del 800%- determinó un proceso de densificación poblacional que importó una expansión en altura –con casas de dos, tres y cuatro pisos- y hacia los predios aledaños. De concretarse el lanzamiento, es probable que estas familias no reciban siquiera un subsidio habitacional toda vez que, como consecuencia de la envergadura que presenta la emergencia en la Ciudad el Programa de Asistencia a Familias en Situación de Calle ya ejecutó casi completamente las partidas presupuestarias afectadas para el presente ejercicio.

 
Igual suerte correrán las más de sesenta (60) familias alojadas en el inmueble –también de propiedad del Estado Nacional- ubicado en la calle Solis 693, de esta Ciudad, que se encuentra afectado a la Administración Nacional de Seguridad Social.  La causa tramita ante el Juzgado Correccional nº 3, secretaría nº 60.

3. Algunas causas de la emergencia habitacional.

 
En los últimos años diversos factores han contribuido a agravar sistemáticamente la problemática habitacional de la Ciudad. Como se describirá en los acápites siguientes uno de estos factores es el comportamiento que verificó el mercado inmobiliario que determinó un alza importante de los precios de los inmuebles, del suelo y de los alquileres en el ejido urbano.  Otro de los factores que contribuyen a este fenómeno es la ausencia de políticas públicas sostenidas y eficientes que aborden y resuelvan el grave déficit habitacional que presenta la ciudad

3.1. El déficit habitacional


El déficit habitacional es un indicador de la cantidad de viviendas faltantes en relación con el número de hogares y permite alcanzar una  cuantificación objetiva de la problemática de la vivienda en un distrito determinado.

 
Los datos arrojados por el Censo Nacional de Población, Hogares y Vivienda para el año 2001 informan que en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se registra un total de 1.024.231 hogares para una población total de 2.725.091 personas.

 
El total de hogares en situación deficitaria, es decir hogares que no reúnen condiciones mínimas de habitabilidad, se distribuye, según las cifras que se detallan en el cuadro 2, en viviendas irrecuperables (ranchos, casillas, local no construido para habitación, vivienda móvil); viviendas recuperables –casas tipo B (se refiere a todas las casas que cumplen por lo menos con una de las siguientes condiciones: tienen piso de tierra o ladrillo suelto u otro material –no tienen piso de cerámica, baldosa, mármol, madera o alfombrado- o no tienen provisión de agua por cañería dentro de la vivienda o no disponen de inodoro con descarga de agua); en piezas de hotel o pensión; en piezas en inquilinatos y hogares que presentan situación de hacinamiento por cuarto.

Cuadro 2. Hogares según situación habitacional y según hacinamiento

	
	Total
	Tipo de Vivienda

	
	
	Casas
	Rancho
	Casilla
	Depto
	Piezas en Inquilinato
	Piezas en Hotel


	Local no construido
	Vivienda Movil

	
	
	Tipo A
	Tipo

B
	
	
	
	
	
	
	

	Total de Hogares
	1.024.231
	237.827
	11.099
	415
	7.811
	725.110
	20.826
	18.608
	2.461
	74



	No presentan situación de hacinamiento habitacional
	925.661
	231.783
	5.422
	221
	3.735
	706.263
	7.785
	9.429
	1.647
	54



	Presentan Situación de Hacinamiento Habitacional
	98.570
	6.044
	5.677
	194
	4.076
	18.847
	13.041
	9.179
	814
	20

	Total de Hogares Deficitarios
	86.185
	6.044
	11.099
	415
	7.811
	18.847
	20.826
	18.608
	2.461
	74


Fuente:  Instituto de Vivienda de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en base a datos del Indec, Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2001

 
Como se puede observar en el cuadro precedente, en el año 2001, más de 86.000 hogares de la ciudad, tenían algún problema habitacional.  Este total general incluye situaciones habitacionales de diverso nivel de gravedad, desde las viviendas que deben ser reemplazadas en razón de resultar irrecuperables (casillas, ranchos, locales no construidos para habitación y viviendas móviles) hasta las viviendas que son pasibles de ser recuperadas (casas tipo B). El censo da cuenta asimismo de dieciocho mil seiscientos ocho (18.608) hogares en piezas de hotel o pensión y veinte mil ochocientos veintiseis (20.826) residiendo en piezas de inquilinato, así como el total de hogares que presentan sobreocupación de los ambientes por inadecuación entre las dimensiones de la vivienda y el tamaño del hogar.


Por su parte, otras fuentes oficiales indican que, ya en el año 2002 las situaciones deficitarias por hacinamiento o carencia de vivienda afectaban a unas 400.000 personas en riesgo habitacional, de las cuales un 51% pertenecía al nivel socioeconómico más bajo, un 34% al segmento medio bajo, y un 15% al segmento medio
.


En virtud del desequilibrio estructural que presenta la ciudad, la crisis habitacional golpea de modo diferenciado según las situación socioeconómica de y la localización geográfica de la población.  En el cordón sur, donde vive el 31% de los porteños, se encuentra el 60,2% de personas con necesidades básicas insatisfechas (NBI) de la Ciudad, mientras que en el noroeste, que concentra el 23% de la población, sólo vive el 10% de las personas con NBI
.


El universo de familias que residen en hábitats calificados de informales o irregulares es extenso y se incrementa día a día.  En el año 2002 se calculaba en más de 100.000 las personas residiendo en villas de emergencia; 200.000 las que habitaban inmuebles ocupados; 70.000 alojadas en inquilinatos (de las cuales el 50% se encontraban en situación irregular por no pagar el alquiler); 70.000 en hospedajes y 120.000 alojadas en viviendas de familiares o hacinadas en vivienda propia.  Todo lo cual supone que cerca del 20% de la población metropolitana se encontraba en situación habitacional deficiente
.


3.2.  La dinámica del mercado privado.


Luego de la grave crisis económica del año 2001, el mercado de la construcción y la actividad inmobiliaria cobraron un auge y una importancia singular que han tenido una importante incidencia en la situación que se analiza en el presente informe.


3.2.1. El auge constructivo


La actividad de la construcción del subsector privado ha registrado un fuerte crecimiento constituyéndose en el sector más dinámico de la Ciudad durante el año 2006
.  Luego de una importante baja de la actividad en los años 2001 y 2002 la actividad se recuperó de modo sostenido, llegando a alcanzar los niveles más altos de actividad de la década anterior.  Esta evolución es susceptible de ser analizada a través de indicadores como la superficie total construida en m2 y/o la evolución de permisos de construcción otorgados por la autoridad de aplicación.  


Cuadro 3. Total General Construcciones Nuevas y Ampliaciones. 




    CABA. Años: 2001-2005.

	Año
	Total (m2)

	
	Total
	Construcciones
	Ampliaciones

	2001
	1.027.069
	776.276
	250.793

	2002
	297.867
	237.365
	60.502

	2003
	1.284.977
	1.119.432
	165.545

	2004
	1.382.557
	1.185.240
	197.317

	2005
	2.160.872
	1.954.598
	206.274





Nota: No se incluyen las obras pertenecientes al Instituto de Vivienda de la Ciudad




Fuente: Elaboración propia en base a datos de la Dirección General de Estadística y Censos (GCBA)




              Anuario Estadístico 2005.




Cuadro 4. Permisos otorgados y superficie cubierta (Incluye construcciones nuevas y   

                  ampliaciones). CABA. Años: 2001-2005

	Año
	Total

	
	Permisos
	Superficie

Cubierta (m2)

	2001
	1.307
	1.027.069

	2002
	690
	297.867

	2003
	1.509
	1.284.977

	2004
	1.822
	1.382.557

	2005
	2.142
	2.160.872






Nota: No se incluyen obras pertenecientes al IVC





Fuente: Elaboración propia en base a datos suministrados por la 





              Dirección General de Estadísticas y Censos (GCBA)

 
                  

             Anuario Estadístico 2005.


De los cuadros precedentes se desprende que el sector ha verificado un importante impulso en el lustro relevado.  Si computamos los metros cuadrados construidos advertimos que, en el año 2005, la superficie construida se duplicó en relación al año 2001. Dicho incremento fue superior al 600 % si la comparación la efectuamos respecto al ejercicio 2002.  

 
Gráfico 4. Metros Cuadrados Construídos en la CABA. Años 2001-2002-2005
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       Fuente: Elaboración propia en base a datos de la Dirección General de Estadística y Censos (GCBA)

 
Este incremento respondió, mayoritariamente, a una lógica especulativa. Luego del 2001 el mercado de inmuebles se habría constituido en la opción más segura para la colocación de ahorros
. Este mayor dinamismo del sector se encontró con una actividad regulada exclusivamente por las leyes de la oferta y la demanda y un mercado en el que el Estado mantiene una amplia prescindencia. Si se desagregan territorialmente los indicadores expresados en los cuadros precedentes se advierte que la mayor actividad del subsector privado se ha concentrado en la zona norte de la ciudad, especialmente en los barrios de Palermo, Villa Urquiza, Caballito, Belgrano y Puerto Madero. Según informa la Encuesta de Seguimiento de Obras (DGEyC) esta tendencia se mantiene en el año 2006, ejercicio en el que la mayor actividad del sector se concentró también en los cinco barrios mencionados, centralizando el barrio de Palermo más de 300.000 m2 construidos en tanto que Puerto Madero concentró entre 100.000 y 150.000 m2 construidos. Esta concentración desmedida trajo aparejado importantes quejas de vecinos de estos barrios que denunciaron que esta hipertrofia constructiva carente de toda regulación traería aparejado problemas de insuficiencia en las redes (red cloacal, pluvial, agua potable); problemas con el transporte; deficiencias notorias en los servicios de salud y educación así como carencia de espacios de esparcimiento. La situación planteada motivó la promoción de diversos amparos ante el Fuero Contencioso Administrativo y Tributario local y el dictado del Decreto nº 1929/06 a través del cual el Jefe de Gobierno suspendió –por 90 días- el trámite de los permisos de obra nueva o ampliación en varios barrios porteños en razón de la necesidad de evaluar los efectos que el crecimiento edilicio provocaría sobre la infraestructura de servicios disponibles
.  Posteriormente, con fecha 28 de junio de 2007, se dictó la Ley nº 2359 que obliga a los desarrolladores urbanos a la presentación de diversos certificados que garanticen que la infraestructura instalada resulta suficiente para satisfacer el incremento de la demanda que generará la obra nueva, sin deterioro de la calidad del servicio
 
Como contrapartida de lo expuesto, en los barrios emplazados en la zona  sur de la ciudad –donde reside el 60,2% de personas con necesidades básicas insatisfechas- la situación es completamente distinta. Estos barrios -en los que menos metros cuadrados construidos o permisos otorgados se verifican- han mutado escasamente en el último lustro. Según la Dirección General de Estadísticas y Censos (DGEyC) del GCBA, la superficie construida en la zona sur de la Ciudad se mantiene dentro del quintil 0-50.000 m2. Mientras que en barrios como Villa Riachuelo, Villa Lugano, Villa Soldati, Nueva Pompeya o La Boca la cantidad de permisos solicitados para vivienda nueva en el año 2005 se mantuvo en la franja de 0-100, en barrios como Belgrano, Villa Urquiza, Palermo, Caballito o Puerto Madero, se superaron las 600 permisos
.

Otro dato relevante, relacionado con este importante impulso constructivo, es la escasa incidencia que ha tenido la evolución del sector en revertir o atenuar el déficit habitacional que presenta la Ciudad y que ya fuera descrito en el acápite 3.1 del presente informe.  Al efecto, resulta un dato relevante la desagregación de viviendas nuevas por categoría –Sencilla, Confortable, Lujosa y Suntuosa- que efectúa la DGEyC, del Gobierno de la Ciudad.  Así se advierte que sobre un total de quince mil ciento ochenta y nueve (15.189) pemisos de contrucción para viviendas nuevas solicitados en el año 2005, el 50% fueron para la construcción de viviendas lujosas y suntuosas.  En tanto que, para la construcción de viviendas sencillas sólo se computa el 26% de los permisos solicitados
.


3.2.2. El mercado inmobiliario


El precio del suelo y valor de los inmuebles en la Ciudad resultan otros dos datos relevantes en el análisis de la emergencia habitacional.  Ambos mercados han registrado en los últimos años importantes incrementos que los tornan cada vez más inaccesibles para los sectores medios y medios bajos de la sociedad.


En relación al mercado del suelo, en el año 2002 –como consecuencia de la devaluación- el valor del metro cuadrado promedio en la Ciudad registró un descenso de más del 50%.  Empero, un año después el mercado ya había recuperado casi completamente los valores anteriores a la crisis y desde entonces el incremento del valor del suelo no se ha detenido.  La comparación del valor promedio por metro cuadrado registrado en la ciudad en el año 2006 respecto al registrado en el año 2001 refleja un incremento del 63 % por m2.  La variación asciende al 230% si el valor del metro cuadrado se efectúa en relación al ejercicio 2002.


Cuadro 5. Precio promedio del valor del m2 en la CABA

	Año
	Precio del Suelo en la CABA

	
	Valor en U$S
	Variación Anual (%)

	Dic. 2001
	555
	

	Dic. 2002
	274
	            - 50.6

	Dic. 2003
	388
	41.6

	Dic. 2004
	534
	37.6

	Dic. 2005
	722
	35.3

	Dic. 2006
	905
	25.3






         Fuente: Unidad de Sistemas de Información Geográfica.DGEyC.GCBA

  
El comportamiento verificado en el mercado de inmuebles en la ciudad acompañó las variaciones del mercado del suelo urbano. Si bien no existen estadísticas oficiales al respecto, un relevamiento realizado por la Defensoría del Pueblo de la Ciudad, en base a datos proporcionados por el sector privado, nos proporciona un muestreo que parece confirmar esta tendencia alcista.


Cuadro 6. Valor m2 en U$S por barrio y Variación porcentual. Años 2005-2006-2007

	Barrios
	Valor m2 en U$S y variación porcental por barrio, años 2005-2006-2007

	
	Valor m2 en U$S
	Variación porcentual

2005/2006
	Valor m2 

en U$S

2007
	Variación porcentual

2006/2007
	Variación porcentual

2005/2007

	
	2005
	2006
	
	
	
	

	Palermo
	980
	1170
	19.39
	1380
	17.95
	40.82

	Constitución

San Telmo
	630
	800
	26.98
	890
	11.25
	41.27

	Belgrano

Colegiales
	970
	1070
	10.31
	1370
	28.04
	41.24

	Almagro

Once
	650
	850
	30.77
	970
	14.12
	49.23

	Devoto

Agronomía

Urquiza
	760
	900
	18.42
	1100
	22.22
	44.74

	Mataderos

Liniers
	650
	700
	7.69
	800
	14.29
	23.08

	Villa Lugano

Villa Soldati

Pompeya
	500
	700
	40.00
	870
	24.29
	74.00

	Barracas

Boedo

P. Patricios
	650
	790
	21.54
	850
	7.59
	30.77



Fuente: ·Servicio Inmobiliario por Computación. Programa con abono


3.2.3.
El mercado de alquileres.


El arriendo constituye una forma de tenencia muy difundida en la Ciudad de Buenos Aires.  Según datos del Indec
, en el año 2001, el 11,1% de los hogares de todo el país habitaban en viviendas alquiladas.  En el mismo período, en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ese universo se duplicaba, alcanzando el 22,2 % del total de hogares. 

Por su parte, según datos suministrados por la DGEyC, del GCBA el porcentaje de hogares arrendados en la Ciudad en el año 2006 ascendía al 27,7%
.

Una consecuencia necesaria del incremento en el valor de los inmuebles lo constituye el aumento de los cánones locativos y la menor oferta de propiedades en alquiler que se han sumado al mercado de la construcción y de la compra-venta de inmuebles.  

 
La disminución en la oferta de propiedades en alquiler dejó a un sector importante de la demanda insatisfecha.  A su vez, el aumento de los cánones locativos –producto de una sobrevaluación de la renta inmobiliaria- importó una selección natural de inquilinos que excluyó a los sectores medios y medios-bajos y bajos, donde los ingresos provienen, predominantemente, del empleo informal y generalmente no reúnen algunos de los requisitos exigidos por los oferentes de inmuebles como, por ejemplo, las garantías propietarias.

3.2.4. El mercado de créditos


El sistema de créditos resulta otro factor determinante del acceso de la población a la vivienda y juega también un papel relevante en la producción de viviendas. Los créditos hipotecarios, que normalmente “acompañan” el alza de la construcción verificaron un comportamiento diferente.  En los primeros años de la crisis (2001 y 2002) la evolución de los créditos hipotecarios acompañó la caída del sector construcción. A partir de los años 2003 y 2004 siguieron esa tendencia a la baja mientras que el valor agregado del sector invirtió la tendencia, y comenzó a crecer a pasos agigantados.  Se mantuvieron estancados en el año 2005 y recién en el ejercicio 2006 mostraron una recuperación, que de todas formas es mucho menor en comparación a la suba en el sector de la construcción
. 


Este mercado se ha caracterizado históricamente por orientarse hacia el sector formal de la economía por lo que resulta de difícil acceso para vastos sectores de la población que mayoritariamente no califican con las exigencias de la banca privada.


En el año 2006, el Estado Nacional desarrolló un programa de créditos para inquilinos que tuvo como norte flexibilizar las condiciones de acceso y ampliar, consecuentemente, el universo de familias que puedan calificar como postulantes. 


La operatoria de créditos personales hipotecarios para la vivienda Nación Mi Casa – Segmento Inquilinos  que implementó el Banco de la Nación Argentina recepcionó, durante el año 2006, un mil setecientas veinticinco (1.725) solicitudes en la jurisdicción de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. De dicho universo sólo sesenta (60) solicitudes tienen el crédito otorgado. Por su parte, al mes de agosto de 2007, esa entidad bancaria recepcionó un mil seiscientas veintidos (1.622) solicitudes de créditos hipotecarios, de los cuales ochocientas treinta y tres (833) fueron otorgados
.  Es decir que, entre el año 2006 y agosto de 2007 solo se alcanzó a cubrir el 26,5 % de la demanda, lo que representa menos del 0,5% de los hogares en alquiler en el distrito metropolitano.

4. El reconocimiento normativo del derecho a una vivienda adecuada


El derecho a una vivienda adecuada forma parte de un conjunto de normas jurídicas de derechos humanos, universalmente aplicables y universalmente aceptadas, que en nuestro ordenamiento jurídico tienen jerarquía constitucional a partir de su incorporación en la Carta Magna con la reforma de 1994 (art. 75 inc. 22). Su reconocimiento es explícito en por lo menos doce tratados de derechos humanos, así como en la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


En el derecho internacional, el art. 11, primer párrafo, del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, es la norma que otorga la más amplia y clara protección al derecho a la vivienda, al expresar que “Los Estados Parte en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia...”. 

 
La norma es clara en la definición del sujeto pasivo, se trata de un derecho que asiste a toda persona, niño, mujer u hombre, en todas partes. En idéntico sentido, el párrafo 1 del art. 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos proclama que “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios...”.


Es preciso detenernos en la frase “toda persona” debido a que los efectos jurídicos de la referencia a un sujeto universal son de capital importancia en el momento de garantizar el ejercicio del derecho afectado. La universalidad reside, por una parte, en la voluntad del Legislador de trascender y evitar cualquier tipo de criterio que importe una exclusión y ello no se limita a un mero reconocimiento formal, sino a lograr un equilibrio social, a prestar particular atención a aquellas personas, incluidas en “toda persona”, que por algún motivo no pueden acceder al goce del derecho. En la Observación General nº 4 sobre el derecho a una vivienda adecuada, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales destaca que “Los Estados parte deben otorgar la debida prioridad a los grupos sociales que viven en condiciones desfavorables concediéndoles una atención especial...”
.


Por su parte, la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías en su resolución 1991/26 instó a “todos los Estados a aplicar políticas efectivas y a adoptar leyes encaminadas a conseguir la realización del derecho a una vivienda adecuada para toda la población, concentrándose en las personas que en la actualidad carecen de hogar o están alojadas en viviendas inadecuadas”. Asimismo, en la Declaración sobre el Progreso y el Desarrollo en lo Social de las Naciones Unidas (1969) se exhorta a los gobiernos a centrar la asistencia en las personas de ingresos reducidos y a las familias numerosas
, y en la Declaración de Vancouver sobre los asentamientos humanos de las Naciones Unidas (1976), se reconoce que "La vivienda y los servicios adecuados constituyen un derecho humano básico que impone a los gobiernos la obligación de asegurar su obtención por todos los habitantes, comenzando por la asistencia directa a las clases más destituidas mediante la orientación de programas de autoayuda y de acción comunitaria...”
.


Además de las normas reseñadas, existen varias recomendaciones de órganos de las Naciones Unidas que destacan la obligación de los Estados de atender a los sectores más vulnerables a fin de garantizar que toda persona pueda acceder a una vivienda digna
.


En el ámbito interno, la Constitución Nacional protege el derecho a la vivienda en el art. 14 bis que establece la obligación del Estado de garantizar una vivienda digna. Esta cláusula requiere del Estado “la promoción de planes de vivienda, a efectos de que todo habitante, en especial los de modestos ingresos, puedan acceder a la vivienda propia”
.


La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires recepta de manera amplia y explícita el derecho a la vivienda, de conformidad con las constituciones modernas que otorgan un especial interés a los derechos económicos, sociales y culturales. En este sentido, la redacción de las normas en la materia coinciden con los principios enunciados en el derecho internacional. 


En primer lugar, el art. 31 enuncia: “La Ciudad reconoce el derecho a una vivienda digna y a un hábitat adecuado. Para ello: 1.- Resuelve progresivamente el déficit habitacional, de infraestructura y servicios, dando prioridad a los sectores de pobreza crítica y con necesidades especiales de escasos recursos. 2.- Auspicia la incorporación de los inmuebles ociosos, promueve los planes autogestionados, la integración urbanística y social de los pobladores marginados, la recuperación de las viviendas precarias y la regularización dominial y catastral, con criterios de radicación definitiva...”.


De la exégesis de esta norma surge la intención del constituyente, concordante con los lineamientos en el ámbito internacional, de asumir por vía legislativa que es necesario proteger en forma preferencial a los sectores de menores recursos definidos como “de pobreza crítica”, “de escasos recursos”, “pobladores marginados”. El art. 17 confirma esta postura en los siguientes términos: “La Ciudad desarrolla políticas sociales coordinadas para superar las condiciones de pobreza y exclusión mediante recursos presupuestarios, técnicos y humanos. Asiste a las personas con necesidades básicas insatisfechas y promueve el acceso a los servicios públicos para los que tienen menores posibilidades”. Por su parte, el art. 18 afirma que “La Ciudad promueve el desarrollo humano y económico equilibrado, que evite y compense las desigualdades zonales dentro de su territorio”.

Del conjunto de las normas transcriptas y analizadas se desprende, como criterio común, la obligación de los Estados de adecuar y orientar su legislación, en lo relativo a vivienda, priorizando a aquellos sectores que menos posibilidades tienen de acceder a ella. Es claro que el criterio rector es la pobreza, no la nacionalidad, ni el lugar de pertenencia, ni la raza o el idioma. Se trata de una categoría única “los pobres”, que como tal es suficiente y no admite subcategorías o mecanismos de inclusión y exclusión.


La Observación General nº 4 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre el derecho a una vivienda adecuada define al derecho a la vivienda como integrado por diversos aspectos concretos. En conjunto, estos elementos constituyen las garantías básicas que se confieren jurídicamente a todas las personas en virtud del derecho internacional.  Entre estos aspectos
 se resalta la seguridad jurídica de la tenencia que importa el derecho de todas las personas a gozar de cierto grado de seguridad de tenencia que les garantice una protección legal contra el desahucio, el hostigamiento y otras amenazas. Este derecho supone la obligación de los estados de adoptar, de modo inmediato, medidas destinadas a conferir seguridad legal de tenencia a las personas y los hogares que en la actualidad carezcan de esa protección.


Estos elementos ponen de manifiesto algunas de las complejidades relacionadas con el derecho a una vivienda adecuada. También permiten apreciar las muchas esferas que deben tener plenamente en cuenta los Estados que han asumido obligaciones jurídicas a fin de realizar el derecho a la vivienda de su población. Cuando una persona, familia, hogar, grupo o comunidad viven en condiciones en que estos aspectos no tienen plena efectividad, pueden aducir justificadamente que no disfrutan del derecho a una vivienda adecuada tal como está consagrado en las normas internacionales de derechos humanos
, que deben ser cumplidas por los Estados debido a que “la obligación de garantizar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible el cumplimiento de esta obligación, sino que comporta la necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos”
.

5. El rol del Estado en materia de vivienda social y en la producción del hábitat.

 
De la lectura del marco normativo detallado en el acápite precedente se desprende, sin lugar a hesitación alguna, una clara voluntad de reconocer y respetar el derecho a una vivienda adecuada -que incluya ciertos grados de seguridad en la tenencia y protección contra el desahucio- así como  la obligación del Estado de realizar acciones concretas que promuevan su plena realización.


Ahora bien, el reconocimiento del derecho, independientemente de su amplitud, no importa una garantía automática de realización. En la Ciudad de Buenos Aires, la brecha existente entre el reconocimiento jurídico y la práctica estatal en orden a su realización es cada vez mayor.


El rol del Estado -como garante de un estado de bienester que asegure el efectivo goce de este derecho fundamental- es insoslayable.  Hace ya más de una década que el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas sostuvo –a través de su Relator Especial- que “...Considerar al sector privado como panacea para los problemas que son fundamentalmente sociales o políticos es un error (...) La especulación inmobiliaria desenfrenada, así como el apartamiento y la marginalización, no sólo de los pobres sino también de la clase media, resultan en el abandono de la responsabilidad del Estado (...) La experiencia mundial ha demostrado que el sector privado no ha sido capaz de ver más allá del provecho y de la inherente monetización y mercantilización de la tierra y la vivienda (...) es preciso tener en cuenta que uno de los principales fracasos de los Estados que ha precipitado el empeoramiento de las condiciones de vida y el aumento de la práctica del desahucio forzado ha sido su desinterés o su incapacidad para regular las fuerzas del mercado.


Sentados los puntos precedentes corresponden evaluar las políticas y programas que gestiona el Estado local a fin de garantizar concreta y efectivamente este derecho humano fundamental.

5.1. El abordaje estatal de la emergencia habitacional.

 
El Estado tiene la responsabilidad de diseñar y ejecutar políticas públicas que tiendan a excluir la pobreza y aquellas situaciones que constituyen un verdadero obstáculo para el efectivo desarrollo de la persona, todo ello dentro de las posibilidades presupuestarias y técnicas y en el marco de razonabilidad que debe imperar en todos los actos de gobierno.

 
En los últimos años, el GCBA creó diversos programas destinados a asistir a personas y familias en riesgo social, que carecen de vivienda.  En primer lugar, la Ordenanza 41.110, sancionada en enero de 1986, estableció el “Programa de Atención en Casos de Emergencia Individual o Familiar” (ACEIF) que garantizó, entre otras prestaciones, el alojamiento de las personas y/o familias en emergencia habitacional en hoteles subsidiados por el Estado, durante un período no mayor de 15 días.  

 
Posteriormente, con fecha 12 de mayo de 1997, se dictó el decreto 607/97 (B.O.C.B.A. nº 213), que creó el Programa Integrador para Personas o Grupos Familiares en Situación de Emergencia Habitacional.  La creación de dicho programa tuvo como norte la necesidad de “...ampliar las acciones de protección y promoción brindadas a personas y familias que carecen de vivienda y permanecen, por ello, en la calle
. Para ello se evaluaba que “...Hoy hay cada vez más pobres y mayor cantidad de pobres aún más pobres; es decir se observa mayor incidencia y mayor intensidad de la pobreza.  Ello trajo consigo, y como consecuencia visible el creciente problema de la gente que vive en la calle. Se trata de un grupo heterogéneo (...) en la calle viven individuos aislados, desocupados, sin medios económicos ni hábitat propio y con lazos familiares rotos; pero también personas o familias que por razones diversas: desalojos, falta de trabajo, y en menor grado migraciones; hacen de la calle su lugar para sobrevivir...”
.


El objetivo del programa en cuestión apuntaba a la rehabilitación/reinserción de aquellas personas y/o familias que vivían en la calle y que todavía no habían roto sus vínculos familiares o comunitarios.  Es así que, además de prever el otorgamiento de alojamiento temporario –a través del pago de un hotel por un plazo de quince (15) días, se complementaba esta prestación transitoria con otras acciones enderezadas a facilitar a los grupos familiares la solución definitiva de su problemática habitacional.

 
En la práctica, esta modalidad de alojamiento transitorio en hoteles se extendió por años.  Ello se debió, en parte, a la falta de acciones desplegadas por el Estado local –pese a las metas propuestas en el programa en cuestión- a fin de lograr un adecuado abordaje de la problemática que incluía no sólo alojamiento, sino la realización de un diagnóstico y un abordaje interdisciplinario de los grupos afectados que permitiera la adopción de medidas enderezadas a la superación de las situaciones de emergencia.

 
El programa fue severamente cuestionado por la Defensoría del Pueblo de la Ciudad
 y otros organismos de contralor así como por los propios afectados quienes promovieron  -con la asistencia técnica de la Asesoría Tutelar y la Defensoría Oficial del Fuero Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA-numerosos amparos ante la Justicia local.  Todas las críticas se enderezaron a cuestionar la ineficacia y la excesiva e injustificada onerosidad del programa así como la falta de seguimiento de los grupos familiares beneficiarios y las condiciones indignas de hábitat que se les proporcionaba a las familias en situación de riesgo social que resultaba impropio de un programa estatal de inclusión social.


Posteriormente dichos programas fueron calificados por el propio Ejecutivo como “inconsistentes”. Su inconsistencia derivaba –a criterio de la Administración- del hecho de que las normas citadas apuntaron a paliar emergencias habitacionales de carácter excepcional, contingente y temporario, mientras que el agravamiento del desempleo genera una demanda estructural y creciente, cuya solución depende cada vez más del apoyo de un estado desbordado por los requerimientos sociales que genera la crisis socioeconómica (...) el desempleo y la exclusión social no pueden considerarse hoy situaciones transitorias, y tanto los marcos presupuestarios como las políticas de asistencia social son excedidos por estos fenómenos estructurales
.
Esta controvertida operatoria se dio por concluida  con el dictado –en el mes de agosto de 2002- del decreto 895/02 (B.O.C.B.A Nº 1503)  que implementó una nueva modalidad de subsidio habitacional a familias en situación de calle
 consistente en la entrega por única vez de un monto ordinario de hasta un mil ochocientos pesos ($ 1800) por familia a entregarse en un máximo de seis (6) cuotas mensuales, iguales y consecutivas (art. 6) que debía destinarse exclusivamente a fines habitacionales (art. 4) y otro subsidio extraordinario de igual monto para concretar una salida habitacional estable.  En los considerandos del decreto se establecía que “...el crecimiento de la pobreza torna necesaria la adopción de medidas idóneas para paliar las consecuencias que la misma produce en la calidad de vida de los ciudadanos. Que la consecuente cronicidad de las problemáticas de los sectores más desprotegidos, y la progresiva pauperización de los sectores medios produce el aumento de la demanda de soluciones a la problemática habitacional (...)que  los sistemas implementados hasta la fecha han resultado sumamente costosos para el erario público y no han sido eficaces para paliar la emergencia ni para brindar soluciones estructurales....”


A la fecha de entrada en vigencia del decreto referenciado, la población alojada en hoteles subsidiados por el GCBA se calculaba en nueve mil cien (9.100) personas. A esa fecha, el programa contaba con quince (15) años de ejecución continuada.

 
A partir de la entrada en vigencia del decreto referenciado se prohibió el ingreso de nuevos beneficiarios a la modalidad transitoria de alojamiento en hoteles prevista por cualquier otro programa del GCBA (art. 19).  La operatoria referenciada no prevía el seguimiento de los grupos familiares beneficiarios, ni el asesoramiento o facilitación en la búsqueda de una solución habitacional definitiva.

 
Posteriormente, este programa fue derogado por el decreto 690/06 (B.O.C.B.A. Nº 2463), de fecha 21 de junio de 2006.  Dicho programa amplió la cobertura del subsidio otorgado de modo tal que el mismo alcanza actualmente también a las personas solas y aumentó el monto hasta un máximo de pesos dos mil setecientos ($ 2.700) pagaderos en seis (6) cuotas mensuales y consecutivas de pesos cuatrocientos cincuenta ($ 450).  El decreto prevé la posibilidad de que la autoridad de aplicación otorgue una suma adicional de pesos un mil ochocientos ($ 1.800) en los casos particulares que, a criterio de aquella, ameriten la mencionada extensión, en orden a la persistencia de la situación que en su momento motivara el otorgamiento del beneficio.

 
Conforme se detallara en los acápites precedentes, en el año 2005 se otorgaron 3974 subsidios a familias en situación de calle en el marco del decreto 895/02.  En el ejercicio 2006, la cantidad de beneficiarios se amplió a 4.146
 y al 31 de agosto del año en curso la cantidad de beneficios otorgados asciendía a 5386. En el cuadro nº 7 se ilustra el crecimiento de la demanda registrada por el programa en los últimos tres semestres.

Gráfico 5. Hogares beneficiarios por semestre. Años 2006-2007.
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El presupuesto programado para el presente año asciendió a la suma de pesos doce millones ($ 12.000.000).  Al mes de agosto del corriente, la autoridad de aplicación del programa ya había ejecutado el 92.38 % del presupuesto total ($ 11.085.389), por lo que el presupuesto disponible al día de la fecha para asistir a los grupos familiares que quedarán en situación de desalojo en los próximos meses asciende a pesos: novecientos catorce mil seiscientos once (7.62%), con lo que obviamente no se cubre siquiera la asistencia a las familias que ya están en situación de desalojo y mucho menos a aquellos grupos que quedarán en emergencia en los próximos meses.
Cuadro 7. Programa Atención a Familias en Situación de Calle. GCBA.

 
           Presupuesto afectado y ejecutado al mes de agosto de 2007.

	Presupuesto total año 2007
	$ 12.000.000
	

	Presupuesto ejecutado a Agosto 2007

(5386 familias)
	$ 11.085.389
	92.38 %

	Presupuesto disponible
	$      914.611
	7.62 %


 
Si se tiene en cuenta el detalle de desalojos fehacientemente notificados al Programa de Atención a Familias en Situación de Calle que, al 31 de agosto de 2007, ascendía a dos mil trescientos treinta y nueve grupos familiares, se advierte que la situación de colapso es total y que dichas familias quedarán sin ningun tipo de tutela estatal, toda vez que los recursos del programa ya se encuentran agotados y no se han girado nuevas partidas que aseguren esta mínima asistencia. 

 
En concreto, el programa no cuenta actualmente con recursos suficientes como para:

· Continuar abonando el pago de las cuotas y renovaciones de los subsidios mensuales a los actuales beneficiarios del sistema;

· Incluir al programa a los 2.339 hogares con sentencia de lanzamiento firme que se hará efectiva en los próximos meses;

· Incluir al sistema a los hogares en situación de desalojo o de calle que todavía no han sido informados.
5.2. Las políticas y programas que apuntan a revertir el déficit habitacional con criterios sustentables.

5.2.1. La regularización dominial  y la integración de las villas de emergencia y los Núcleos Habitacionales Transitorios.

 
El asentamiento de personas en hábitats calificados como informales o irregulares constituye un fenómeno en crecimiento tanto en la Ciudad de Buenos Aires como en el área metropolitana (AMBA).


La restricción de un universo cada vez mayor de familias –de escasos recursos- al mercado formal de tierras y de inmuebles obliga a vastos sectores de la población a diseñar estrategias alternativas e informales de inserción en la ciudad que comprende el alojamiento en cuartos de conventillos e inquilinatos,  hoteles, pensiones y la ocupación de terrenos ociosos –públicos o privados- que dan origen a los asentamientos informales.


Las villas de emergencia radicadas en la Ciudad datan de 1930. La ocupación de las más de doscientas (200) hectáreas que actualmente ocupan fue gradual y progresiva y se caracterizó por la ausencia de planificación u organización previa.  Estos enclaves urbanos se ubican en parcelas de carácter irregular que se discontinúan de la traza urbana y se caracterizan por presentar un alto grado de hacinamiento, precariedad en las construcciones y carencia de infraestructura básica.

            En la Ciudad de Buenos Aires se registran –según revelan los datos oficiales-  quince (15) villas de emergencia y cuatro (4) núcleos habitacionales transitorios y barrios precarizados que fueron asimilados por la Administración a la categoría de villas
. La mayoría de estos asentamientos se emplazan en la zona sur de la ciudad.

 
Si bien no se dispone de números oficiales se estima que la erradicación compulsiva que llevó adelante la dictadura militar que gobernó el país entre el año 1976/83 expulsó del ejido urbano a más de doscientas mil (200.000) personas que pasaron a engrosar otras barriadas populares en la Provincia de Buenos Aires o volvieron a sus provincias de origen
.  


Con la reapertura democrática de 1983, las villas de emergencia volvieron a repoblarse –a un ritmo acelerado- hasta adquirir su fisonomía actual. Según se desprende de los datos proporcionados por la Dirección General de Estadísticas y Censos  (DGEyC) del Gobierno de la Ciudad, en casi 20 años esta población se multiplicó más de ocho (8) veces, pasando de 12.593 personas en el año 1983 a 108.056 en el año 2001.  

          Gráfico 6. Evolución de la población residente en villas de emergencia
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                                  Fuente: Dirección General de Estadísticas y Censos del GCBA

 
Sin embargo, de la compulsa de la información proporcionada por el Instituto de Vivienda de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se desprende que el total de familias residiendo en villas de emergencia asciende a treinta y cinco mil novecientos noventa y ocho (35.998)
.  Calculando un promedio de cuatro (4) o cinco (5) integrantes por grupo familiar, la cantidad de personas alojadas en estas barriadas precarias oscilaría entre las 140.000 y las 180.000 personas.  Al efecto, resulta relevante resaltar que en tres asentamientos (villa 13 bis, 16 y 21-24) los datos suministrados por el IVC corresponden a proyecciones efectuadas en los años 1999/2000 de censos anteriores y que la mayoría de los datos censales computados corresponden a relevamientos realizados entre el año 1999 y 2004, por lo que el cálculo es sólo aproximado.

 
La recuperación de la democracia significó -por lo menos desde una faceta discursiva- un cambio en los lineamientos de la política de vivienda para los pobladores de las villas de emergencia.

 
El criterio de erradicación definitiva -sostenido hasta ese momento por el Estado metropolitano- cedió lugar a un reconocimiento explícito del derecho de la población villera a acceder a una vivienda y a ocupar el espacio urbano. Este cambio de criterio se cristalizó en diversas normas jurídicas que sustentaron la radicación como solución definitiva para las ocupaciones irregulares de tierras.



Con la sanción de la Ordenanza 39.753/84 (B.M. nº 17.223), el entonces Concejo Deliberante, derogó las Ordenanzas nº 33.652 (B.M. nº 15.563) y nº 34.290 (B.M. nº15.810)-que establecían los criterios generales de erradicación de las villas- y estableció las pautas programáticas del Programa de Radicación y Solución Integral de Villas y Núcleos Habitacionales Transitorios.  A través de la Ordenanza 40.034/84 (B.M. nº 17.428) se le encomienda a la entonces Comisión Municipal de la Vivienda (actual Instituto de Vivienda de la Ciudad) los trabajos de mantenimiento y mejoras en villas de emergencia y núcleos habitacionales transitorios, hasta tanto se lleve a cabo el programa de solución integral prescripto en la ordenanza 39.753/84 (art. 1º)

 

Posteriormente, en marzo de 1991, se sancionó la Ordenanza 44.873 (B.M. 15/04/91) que definió el alcance y las características  que debería presentar la urbanización de estos barrios, dispuso la apertura de trazas y  sentó las bases del futuro diseño urbanístico de las villas de emergencia.  Dicha ordenanza complementa la decisión adoptada por el Gobierno Nacional mediante el dictado de los Decretos Nacionales nº 1001-PEN-90
; 1737-PEN-90
 y 2154-PEN-90. La norma en cuestión le encomendó al Departamento Ejecutivo que, en un plazo no mayor de sesenta (60) días, con carácter previo a la iniciación de las obras, eleve al Organo Legislativo, el diseño urbanístico de los barrios, que debía contemplar la ejecución y apertura de calles y sendas necesarias para la dotación de infraestructura, el acceso a las viviendas y la localización de los equipamientos comunitarios.

 
La Ordenanza referenciada fue reglamentada por decreto nº 1531/91 (B.M. Nº 19.032) a través del cual se le encomendó a la ex Comisión Municipal de la Vivienda la realización de los proyectos de urbanización, los proyectos de subdivisión, la formulación de la operatoria de venta y toda otra actividad que deba desarrollar el organismo a fin de dar cumplimiento a la mencionada operatoria.  El plazo estipulado para el cumplimiento de las obligaciones referenciadas se estableció en sesenta (60) días hábiles administrativos.

 
Empero, dicho Departamento Ejecutivo local no cumplimentó estas obligaciones legal y el diseño urbanístico de estos enclaves urbanos nunca se formalizó.


La falta de resolución de esta apremiante problemática social instó a la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a tomar nueva intervención en el tema. Es así que, siete años después -con fecha 30 de diciembre de 1998-, se sancionó la Ley nº 148, por la que se declara de atención prioritaria la problemática social y habitacional en las Villas y Núcleos Habitacionales Transitorios y se crea una Comisión Coordinadora Participativa (C.C.P.) -integrada por representantes del Ejecutivo local, del Cuerpo Legislativo y de los vecinos- a fin de efectuar el diagnóstico, propuesta, planificación y seguimiento de la ejecución de las políticas sociales y habitacionales a desarrollarse en el marco de la mencionada ley. La norma le otorgaba diversas funciones a la C.C.P., entre ellas, la de diseñar los lineamientos generales de un programa integral de radicación y transformación definitiva de las villas en un plazo máximo de cinco (5) años. Dicho programa de urbanización integral debía contemplar expresamente la regularización dominial de las tierras e inmuebles afectados y la urbanización integral de estos barrios, así como su integración al tejido social urbano y cultural de la ciudad, mediante la apertura de calles, la regularización parcelaria, la creación de planes de vivienda social, el fortalecimiento de la infraestructura de servicios y la recuperación de las áreas urbanas adyacentes.


En sentido coincidente, el Cuerpo Legislativo local sancionó, con fecha 8 de junio de 2000, la Ley nº 403, por la cual se crea el Programa de Planeamiento y Gestión Participativo de la Villa 1.11.14 destinado a elaborar, ejecutar y verificar –en forma consensuada- el Plan Integral de Urbanización de dicho asentamiento poblacional.  Dicho Plan Integral debía contemplar el trazado y apertura de calles, sendas y veredas; provisión y rehabilitación de la infraestructura y equipamiento comunitario; regularización parcelaria y dominial; creación de planes de vivienda social y recuperación de las áreas urbanas adyacentes; adjudicación de las viviendas ya construidas; afectación de tierras al plan; mejoramiento de la calidad ambiental; organigrama de proyecto de obra y gestión con especificación de plazos y etapas de ejecución y presupuesto participativo de los recursos necesarios para la ejecución del plan (art. 6º).

Las distintas gestiones que se sucedieron al frente del Ejecutivo metropolitano no demostraron mayor esmero en cumplimentar las obligaciones dimanantes de la norma legal sancionada, por lo que, la problemática de las miles de familias residentes en villas de emergencia continuó relegada de la Agenda Pública Local.  

 
Las acciones desarrolladas por el Estado en la última década se han caracterizado por su discontinuidad, fragmentación y falta de sustentabilidad.  En virtud de lo expuesto, la fisonomía de las villas de emergencia ha mutado escasamente en los últimos años. 

 
El Programa de Radicación y Urbanización de Villas y Barrios Carenciados es el programa con mayor presupuesto del Instituto de Vivienda de la Ciudad.  El objetivo del programa es el de lograr la efectiva integración de estos barrios carenciados a la ciudad.  Las obras que se realizan en el marco de este programa incluyen, además de la construcción de unidades de viviendas, la apertura y pavimentación de calles, la dotación de todos los servicios de infraestructura (agua, cloacas, desagües pluviales, electricidad).  El IVC desarrolla también equipamiento comunitario destinado a salud, deportes, educación y cultura. 

 
Para el Instituto de Vivienda “...la ejecución de la totalidad del Programa involucra la construcción de 25.000 viviendas y sus correspondientes obras de infraestructura...”
.  Para cumplimentar esta meta proyecta construir en los años 2007/2010 siete mil (7.000) viviendas
, lo que importaría construir un promedio de un mil setecientas cincuenta (1750) unidades de vivienda por año.

 
Según se desprende de un informe remitido por el IVC con fecha 29 de agosto de 2007
, al mes de mayo de 2007, se encontraban en ejecución un mil seiscientas setenta y cinco (1675) viviendas en villas de emergencia y núcleos habitacionales transitorios según se detalla en el cuadro nº 9. Se advierte que son relativamente escasas las villas en las que actualmente el IVC está ejecutando unidades de vivienda.

Cuadro 9. Villas de Emergencia de la CABA con Viviendas en ejecución al mes de mayo 2007
.

	Villas
	Cantidad

Personas
	Fecha

Censo
	Viviendas en ejecución al mes de mayo de 2007

	Villa 1.11.14
	19886
	Censo 1999/2000
	455 unidades

	Villa 3
	7551
	Censo 2003
	340 unidades

	Villa 17
	755
	Censo 1999/2000
	192 unidades

	Villa 19
	3965
	Censo 2005
	41 unidades

	Villa 20
	21026
	Censo 2007
	381 unidades


	Villa 21.24
	13500
	Censo 2001
	14 unidades

	NHT Zavaleta
	2814
	Censo 2002
	252 unidades

	Barrio Rivadavia I
	4872
	Censo 2002
	96 unidades

	Total
	74.369
	
	1675



Fuente: Elaboración propia en base a datos aportados por el Instituto de Vivienda de la Ciudad


Empero, si se analiza la información remitida por el Instituto de Vivienda de la Ciudad, se advierte que muchas de las viviendas actualmente en ejecución corresponden a licitaciones anteriores que, por diversas demoras administrativas, no fueron adjudicadas en la fecha prevista en la documentación licitatoria.  A título meramente ilustrativo se efectúa el siguiente detalle:

· Villa 1.11.14: 455 unidades de vivienda en ejecución

	Obras
	Viv
	Lic. Nº
	Licitación
	Fecha Adjudicación
	Plazo de obra

	
	
	
	Llamado
	Apertura
	
	

	Mz 2M-Obra 2
	112
	63/04
	Nov-04
	Dic-04
	Feb-05
	14 meses

	Mz 3J- Obra 4
	24
	49/04
	Sept-04
	Nov-04
	Feb-05
	12 meses

	Mz 3J-Obra 6
	24
	49/04
	Sept-04
	Nov-04
	Feb-05
	12 meses

	Mz 3J-Obra 5
	48
	65/04
	Nov-04
	Dic-04
	Feb-05
	12 meses

	Mz 3J-Obra 3
	87
	07/03
	
	Sept-04
	Feb-05
	14 meses

	Mz 2N
	160
	
	
	
	Mar-04

	18 meses

	Total
	455
	
	
	
	
	


Fuente: Elaboración propia en base a datos remitidos por el IVC. Programa Federal de Construcción de Viviendas 

· Villa 3: 340 unidades de vivienda en ejecución

	Obras
	Viv
	Lic. Nº
	Licitación
	Fecha Adjudicación
	Plazo de obra

	
	
	
	Llamado
	Apertura
	
	

	Mz7 (109 D) - Obra 1
	55
	47/04
	Sept-04
	Nov-04
	Feb-05
	14 meses

	Mz7 (109 D) – Obra 2
	55
	47/04
	Sept-04
	Nov-04
	Feb-05
	12 meses

	Mz7 (109 D) – Obra 3
	55
	47/04
	Sept-04
	Nov-04
	Feb-05
	12 meses

	Mz7 (109 D) – Obra 4
	55
	47/04
	Sept-04
	Nov-04
	Feb-05
	12 meses

	Mz6 (106 E) – Obra 3
	120
	63/04
	Nov-04
	Dic-04
	Feb-05
	14 meses

	Total
	340
	
	
	
	
	


· Villa 17: 192 unidades de vivienda en ejecución

	Obras
	Viv
	Lic. Nº
	Licitación
	Fecha Adjudicación
	Plazo de obra

	
	
	
	Llamado
	Apertura
	
	

	Mz 6 – Sector I
	106
	05/03
	
	Sept-03
	Feb-05
	18 meses

	Mz 6 – Sector II
	86
	06/03
	
	Sept-03
	Feb-05
	18 meses

	Total
	192
	
	
	
	
	


Del análisis desagregado de las obras actualmente en ejecución en las tres villas que se detallan precedentemente se colige que la totalidad de las unidades de vivienda que se están construyendo en esos barrios no se corresponden con obras licitadas en el año en curso o en el ejercicio precedente. Por el contrario, este muestreo –que involucra el 60% de las unidades en ejecución- corresponden a obras licitadas entre los años 2002 y 2004 que debieron ser concluidas y adjudicadas por la Administración a principios del año 2006 y que, sin embargo, a la fecha, continúan sin finalizar presentando su ejecución más de dieciocho (18) meses de demora.  La inacción de la Administración se constituye así en una de las causas fundamentales que obstaculizan la debida integración de las villas de emergencia al ejido urbano.


Otra de las causas que conspira contra esta meta es la falta de tierras suficientes.  La propia Administración ha reconocido esta situación y ha señalado que resulta indispensable incorporar tierras pertenecientes al Gobierno de la Ciudad y/o adquirir tierras privadas, debido a que la alta densidad poblacional, sumado al crecimiento desmedido registrado en el último decenio, no permiten dar una respuesta satisfactoria a todas las familias en los predios actualmente ocupados
.  Sin perjuicio de lo expuesto y, pese a que la propia ley de creación del Instituto de Vivienda crea el Banco de Tierras e Inmuebles conformado por las tierras e inmuebles que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el Estado Nacional, Provincial o Municipal o entidades privadas transfieran al IVC y que sean aptos para la construcción y/o uso de vivienda (art. 8), dicho registro no cuenta a la fecha con predios susceptibles de ser utilizados.  

5.2.2. La falta de reconocimiento y de intervención oficial en otros asentamientos precarios emplazados en el ejido urbano.  


Además de problemática de las villas de emergencia en la Ciudad se verifica un amplio universo de asentamientos precarios diseminados por la geografía urbana. La pobreza urbana articula diferentes estrategias habitacionales que van imprimiéndole una nueva fisonomía al entramado urbano. Estos asentamientos humanos constituyen procesos informales de ocupación de tierras o predios baldíos –privados o públicos-, fábricas abandonadas, espacios bajo autopistas que se han convertido en el hábitat de miles de personas y familias de escasos recursos que no cuentan con otras alternativas para resolver su problemática habitacional.  Las condiciones de habitabilidad que presentan estos enclaves urbanos son extremadamente precarias. Las viviendas –tipo rancho o casilla- son construidas con cartones, maderas, nylons u otros materiales de deshecho.  Los barrios carecen de infraestructura y servicios elementales: agua potable, gas natural, electricidad, disposición adecuada de excretas y residuos, lo que determina un hábitat degradado, inseguro e incompatible con la dignidad de la persona humana.

 
El mayor problema que plantean estos enclaves urbanos es la invisibilidad en la que los ha sumido el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.  De hecho, en la actualidad, ningún área de gobierno esta interviniendo en esta problemática. Por un lado, el Instituto de Vivienda de la Ciudad sostiene que su competencia –en materia de villas y asentamientos poblacionales- se restringe a las denominadas “villas oficiales” y deslinda responsabilidad en el Ministerio de Derechos Humanos y Sociales. El Ministerio, por su parte, sostiene que su competencia se restringe a abordar la emergencia habitacional en los casos que exista sentencia de desalojo judicial y la prestación que brinda se limita a un subsidio habitacional que abona a través del Programa de Apoyo a Familias en Situación de Calle normado por el Decreto 690/06.

 
A la fecha, la Oficina de Derecho a la Vivienda de la Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires ha podido detectar más de cuarenta (40) asentamiento precarios que alojan a alrededor de siete mil (7.000) grupos familiares en situación de extrema pobreza.  El registro efectuado constituye apenas un muestreo y no agota el universo total de enclaves emplazados en el ejido metropolitano.

5.3.   La producción estatal de viviendas sociales.

 
Como surge de los acápites precedentes, casi el 81% de los hogares deficitarios requieren –para resolver su problema habitacional- una vivienda nueva, ya sea porque las unidades que habitan son irrecuperables (precariedad constructiva); porque habitan en hoteles o pensiones o porque comparten la vivienda con otro hogar.


En el distrito el Instituto de Vivienda de la Ciudad (ex Comisión Municipal de la Vivienda) es el organismo encargado de ejecutar las políticas de vivienda del Gobierno de la Ciudad (Ley 1251, art. 3º), contando entre sus objetivos el de propender a reducir, mediante políticas activas, el déficit habitacional y contribuir al acceso a la vivienda digna de todos los habitantes de la Ciudad, imposibilitados por razones económicas y sociales de acceder a la misma por cualquiera de los medios regidos por el sector privado y que requieran de la participación del sector público para lograrlo. 

 
En las últimas décadas, las políticas oficiales han recurrido –como herramienta principal- a la construcción y provisión de viviendas tipo “llave en mano” con el objeto de mermar el déficit habitacional existente en el distrito.

 
Ahora bien, si se analiza la evolución de la producción total de viviendas en la jurisdicción, se advierte que la misma ha resultado notoriamente insuficiente para revertir el déficit verificado. En el siguiente  gráfico se detalla la producción total de viviendas y soluciones habitacionales terminadas  en el período 1993/2004, en la jurisdicción de la Ciudad. La información actualizada fue oportunamente solicitada al Instituto de Vivienda de la Ciudad mediante Registro nº 14.859/MGEyA/06, de fecha 31 de agosto de 2006 el cual fue reiterado en diversas oportunidades. Empero, pese a las gestiones realizadas, a la fecha el organismo oficiado no remitió la información requerida por lo que el análisis debe limitarse al período mencionado.  
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Grafico 7.  IVC. Producción Anual de Viviendas y Soluciones Habitacionales Terminadas.

         Fuente:  Elaboración propia en base a datos proporcionados por la Subsecretaría de  Desarrollo Urbano

                                    y Vivienda de la Nación y el Instituto de Vivienda de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

 
Se colige de los datos consignados en el gráfico precedente que el promedio anual de viviendas y/o soluciones habitacionales terminadas alcanza en el distrito las 418 unidades por año, en dicho período; cifra notoriamente insuficiente para hacer frente a la problemática habitacional reseñada.

 
Según datos proporcionados por la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, de la Secretaría de Obras Pública de la Nación la producción total de viviendas y soluciones habitacionales terminadas en todo el país, en el período 1993/2004
, alcanza las 501.162 unidades.  La producción total de viviendas y soluciones habitacionales de la Ciudad, en igual período, asciende a la suma de 5.017 unidades, cifra que apenas representa el 1% de la producción total del país.  El promedio de producción anual que exhibe la ciudad en el período mencionado es considerablemente inferior a la de otras jurisdicciones territoriales, superando apenas el promedio anual de la provincia de Tierra del Fuego.

           Cuadro 8. Promedio Anual de Producción de Viviendas por Jurisdicción.



      Período 1993-2004. Universo: 501.162 viviendas construidas
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5.4. Operatorias de financiamiento a la demanda

 
Los sistemas de financiamiento y subsidio directo a la demanda constituyen un capítulo básico de las políticas de vivienda de interés social para familias de escasos ingresos. Esas modalidades de financiamiento -basadas en el subsidio explícito o la asistencia crediticia directa- facilitan el acceso y utilización de recursos del erario público a aquellas personas y grupos que no logran calificar como sujetos de crédito en el mercado privado.


En los estratos poblacionales deficitarios, además del bajo nivel de ingresos, también es mayor la incidencia del desempleo así como la vinculación a labores informales. Estos aspectos dificultan el acceso al crédito y la resolución de la problemática habitacional si no se cuenta con una activa participación del Estado.


La modalidad de financiamiento de la vivienda basada en el principio del subsidio a la demanda presenta diversas ventajas, entre ellas, propicia el acceso al crédito de una mayor cantidad de beneficiarios, la libertad de elección de los compradores -sujeto a determinados estándares, precios y disponibilidades- y la construcción y fomento indirecto de la oferta de viviendas. 

 
El Cuerpo Legislativo local sancionó, con fecha 24 de febrero de 2000, la ley nº 341 (BOCBA Nº 928) destinada a instrumentar políticas de acceso a vivienda para uso exclusivo y permanente de hogares de escasos recursos en situación crítica habitacional, mediante subsidios o créditos con garantías hipotecarias.

 
La norma entiende por “hogar” al grupo de personas, parientes o no, que vivan bajo un mismo techo, de acuerdo con un régimen familiar, compartiendo gastos de alimentación e incluye expresamente en este concepto a las personas que vivan solas (art. 2º in fine). Para poder calificar como beneficiarios los postulantes no deben ser propiestarios de inmuebles aptos para vivienda ni adjudicatarios de créditos o subsidios estatales.  Tampoco deben encontrarse inhibidos para contraer crédito y deben tener Documento Nacional de Identidad y acreditar residencia en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con una antigüedad no inferior a los 2 (dos) años
.


Además de definir claramente el universo de beneficiarios, la norma establece diversas categorías de prioridades, con el propósito de tutelar, particularizadamente, a determinados grupos especialmente vulnerables. Entre las prioridades establecidas se encuentran las de aquellos hogares que:

· hayan perdido su vivienda por causa de un siniestro;

· se encuentren en situación de desalojo con sentencia judicial debidamente documentada;

· estado de salud de uno de los integrantes del grupo familiar que requiera el cambio de las características de la vivienda;

· situaciones de violencia familiar comprobada que pusieran en riesgo la integridad de alguno de los componentes del grupo;

· habiten inmuebles afectados a obras públicas;

· familias enmarcadas en procesos de organización colectiva verificables;

· grupos familiares monoparentales con hijos menores de edad;

· parejas jóvenes unidas por lazos matrimoniales o consensuales con una edad promedio que no supere los 30 años;

· ex soldados conscriptos que acrediten su condición de Combatientes de Malvinas.   



Esta norma, cuyo norte es el de facilitar el acceso a la vivienda de los sectores de menores recursos y paliar, de ese modo, las restricciones impuestas por el mercado bancario y financiero vio severamente restringido su alcance en virtud de la modalidad de ejecución de la operatoria implementada por el Estado y por la propia decisión estatal que, en un principio restringió arbitrariamente el universo de beneficiarios para luego suspender, sine die, el programa.


5.4.1.   Modalidad de ejecución del programa.


La Administración ha transformado en una virtual carrera de obstáculos la gestión de este programa habitacional.

 
En su calidad de autoridad de aplicación, la ex Comisión Municipal de la Vivienda estableció -por Acta Directorio nº 1647 (B.O. nº 1769) de fecha 24 de junio de 2003- las normas procedimentales relativas a la operatoria

El largo derrotero que lleva a la vivienda propia se inicia con la búsqueda de una propiedad que reúna los requisitos exigidos por la normativa que regula la operatoria. Dicha búsqueda le requiere –en general- a los postulantes no menos de seis (6) meses de recorrer inmobiliarias y otros oferentes privados. Ello se debe, fundamentalmente, a dos (2) razones:

· el valor de las propiedades en el mercado inmobiliario metropolitano excede ampliamente el tope establecido por la operatoria crediticia (que actualmente se encuentra fijado en pesos setenta y cinco mil ($75.000.-). Este monto se fijó por Acta Directorio nº 1890/IVC/05, de fecha 14 de julio de 2005 por lo que a la fecha se encuentra totalmente desactualizado;

· la inexistencia de una oferta consolidada de unidades de vivienda en el mercado en cuestión derivada del rechazo que presentan los operadores inmobiliarios a trabajar con esta operatoria. Este rechazo obedece, principalmente, a los excesivas demoras en las que incurre la Administración para resolver los expedientes crediticios. Los plazos promedios oscilan entre los ocho (8) y quince (15) meses, habiéndose verificado demoras de más de veinticuatro (24) meses en la tramitación de los expedientes crediticios. Obviamente estos plazos no se ajustan a la celeridad que presentan las transacciones inmobiliarias en el mercado privado. 

 

Si el postulante supera con éxito esta etapa inicial se da comienzo al expediente crediticio propiamente dicho. La reglamentación de la Ley nº 341, segmentó el procedimiento en cinco (5) etapas:

· Presentación de la solicitud de crédito y evaluación;

· Tasación;

· Evaluación Técnica del inmueble;

· Resolución del expediente crediticio;

· Escrituración.

 
Una vez que se presenta la propiedad se formaliza la presentación de la solicitud, dando inicio al expediente crediticio. En esta etapa se efectúa una evaluación preliminar a fin de verificar el cumplimiento de los recaudos exigidos por la operatoria y de la documentación presentada y se requieren al Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal los informes de dominio e inhibición a los efectos del art. 5º de la Ley nº 341. Posteriormente se efectúa la tasación del inmueble y el informe técnico, el que permite establecer las condiciones de habitabilidad de la vivienda. Superadas exitosamente las etapas reseñadas, el I.V.C. produce el informe calificando el trámite crediticio y aconsejando la procedencia o no del crédito solicitado. Con el dictado de la resolución aprobatoria se afecta definitivamente la partida presupuestaria correspondiente. Dicha resolución dispone el monto que financiará el organismo, el interés a aplicar y el plazo para la cancelación del crédito correspondiente. Por último, el expediente se gira a la Escribanía General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a efectos de suscribir la correspondiente escritura traslativa de dominio.


La norma sancionada por el Cuerpo Legislativo local establece que la reglamentación deberá determinar los plazos que deberán cumplimentar cada una de las etapas del procedimiento, las cuales, en su conjunto, no podrán exceder los noventa (90) días
.


Si bien la reglamentación no cumplimentó esta exigencia legal y omitió establecer los plazos máximos de tramitación de cada una de las etapas, sí estipuló que la conformidad del vendedor del inmueble y la reserva de precio de venta de la unidad que se presente no podrá ser inferior a sesenta (60) días, de lo que se infiere que ese resultaría ser el plazo máximo para la resolución de los expedientes crediticios.


Sin embargo, el plazo promedio de tramitación de los expedientes crediticios oscila entre los ocho (8) y los quince (15) meses
. Estas demoras -imputables a la Administración- motivan, mayoritariamente, la pérdida de los montos abonados en concepto de seña, el retiro de la oferta de venta del bien y la frustración de las operaciones inmobiliarias. Un universo considerable de familias postulantes al crédito perdió más de dos (2) y tres (3) ofertas de venta de inmuebles por los motivos expuestos.

 
Las demoras en la resolución de los expedientes crediticios, además de irrogar daños concretos a los postulantes importan un dispendio administrativo y económico para la Administración y comprometen la propia subsistencia de la operatoria, toda vez que, al provenir la oferta del mercado privado, resulta fundamental infundir credibilidad, certeza y confianza en los operadores inmobiliarios.


5.4.2.   Restricciones de acceso a la operatoria. 

Como se señalara en los acápites precedentes, la Ley nº 341 definió y delimitó inequívocamente el universo de beneficiarios del sistema, entendiendo a tal efecto, que revestían ese carácter todos aquellos hogares de escasos recursos en situación crítica habitacional
.


Según la definición de la propia norma, dos son las notas determinantes que deben reunir los grupos beneficiarios:

· Constituir un hogar de escasos recursos;
· Encontrarse en situación habitacional crítica.


Sin perjuicio de la clara delimitación del universo de beneficiarios del sistema, los Legisladores estimaron que determinadas categorías poblacionales deberían ser pasibles de un tratamiento privilegiado en términos de prioridad de acceso. Analizando las categorías establecidas se advierte que el Legislador procuró otorgar una especial tutela a aquellos hogares que, por sus características, presentaban una especial situación de vulnerabilidad. Esta previsión legislativa resulta concordante con lo dispuesto en el art. 17 de la Constitución local, que establece el deber de la Ciudad de desarrollar políticas sociales coordinadas para superar las condiciones de pobreza y exclusión. Este deber de reconocimiento y tutela reviste aún mayor relevancia cuando se trata de miembros de la sociedad que tienen su ámbito de autonomía reducido por razones sociales y/o económicas.


Pese a la claridad que trasunta el precepto legal la Administración interpretó que la prioridad otorgada a estas nueve (9) categorías de beneficiarios importaba la exclusión del resto del universo poblacional y, en consecuencia, restringió –en una primera etapa- el acceso a la operatoria de todos aquellos hogares en situación crítica habitacional que no encuadraran en algunas de las prioridades mencionadas.


Posteriormente, la autoridad de aplicación estableció nuevas restricciones al exigir, como recaudo y condición de ingreso, que los postulantes al crédito hipotecario acrediten una acción judicial de desalojo iniciada y/o una discapacidad o enfermedad grave. Dicha restricción se fundó en razones de índole presupuestaria

 
Esta restricción excluyó de los beneficios de la norma, no sólo al grueso del universo poblacional definido como beneficiario del sistema, sino también a siete (7) de las nueve (9) categorías prioritarias establecidas por el propio Cuerpo Legislativo.

  
La actividad desarrollada por la Administración no sólo importó una clara colisión con el texto y espíritu de la ley y de su propia reglamentación, sino también con la propia Constitución local que dispone que los derechos y garantías reconocidos por las leyes, tratados y por la propia norma fundamental no podrán ser negados ni limitados por la omisión o insuficiencia de su reglamentación y ésta no puede cercenarlos
. Menos aún, entonces, por una mera actividad material de la administración.


5.4.3.
Suspensión sine die del programa.

 
Como se detalló en los párrafos precedentes, el IVC fue imponiendo condiciones de acceso al Programa que importaron una clara limitación de los alcances de la norma y desnaturalizaron los fines perseguidos por el Poder Legislativo al sancionarla.

 
El sistema se fue restringiendo cada vez más hasta que a principios del año 2006, la autoridad de aplicación suspendió intempestivamente la operatoria, fundándose también en razones de índole presupuestaria.  El “cierre” del programa no tuvo siquiera un acto formal por parte de la Administración la que se limitó a informar mediante Nota n
º 1905/IVC/2006, de fecha 7 de marzo de ese año, suscripta por el entonces Presidente del IVC que “...a tenor del presupuesto aprobado para el año 2006, no se cuenta en las partidas respectivas con los fondos suficientes para atender a la totalidad de las solicitudes de créditos individuales presentadas hasta la fecha, en el marco de la Ley Nº 341 y su modificatoria la Ley Nº 964. En consecuencia, el tratamiento de las solicitudes de apoyo crediticio mencionadas en el párrafo anterior y las que se inicien, estarán supeditadas a la ampliación de las partidas referenciadas”.
 
Resulta dable resaltar, al efecto, que la carencia de presupuesto referenciada se esgrimió como fundamento de la medida cuando apenas habían transcurrido dos (2) meses de iniciado el nuevo ejercicio presupuestario.


El programa fue nuevamente “cerrado” –de modo intempestivo y sin plazo- en el mes de junio del corriente año.  Nuevamente la Administración fundamentó su decisión en razones de índole presupuestaria.


Algunos de los afectados recibieron una nota que se limitaba a informar que “...atento a la situación financiera por la que atraviesa el Instituto, se remite los presentes actuados para su reprogramación al momento que se dé solución a la misma”
. Empero, la mayoría de los postulantes se enteraron de dicha decisión cuando se presentaron ante el IVC a impulsar y agilizar su expediente crediticio.

 
Cabe aclarar que, al momento de la suspensión del Programa, muchos de los expedientes administrativos en trámite presentaban una demora en la resolución -imputable a la Administración- que superaba los quince (15) meses
.

 
Como se reseñará en el acápite siguiente, la decisión de dicho Instituto de suspender las escrituraciones pendientes, sin plazo cierto, configuran el incumplimiento de un deber jurídico de la Administración y una violación al derecho de los administrados a peticionar y a obtener una respuesta de las autoridades en un plazo razonable, además de irrogarles a los beneficiarios del Programa un perjuicio cierto e irreparable.


Además de limitar gravemente el derecho de acceso a una vivienda adecuada, este obrar administrativo contraria elementales principios jurídicos de orden y seguridad y la propia garantía constitucional de la propiedad, que precisamente incluye a los derechos nacidos de actos administrativos
. Es inaceptable que en los hechos el particular vea sus derechos “suspendidos” por una decisión unilateral de la Administración y sin otra explicación que la simple voluntad del funcionario que así lo dispone. Repárese que ni siquiera esta última decisión se realizó a través de un acto administrativo, sino que es una simple comunicación interna de una repartición estatal.


La indefensión del administrado frente a la administración asume, a veces, formas insospechadas en el plano teórico, pero dotadas de suficiente realidad en el terreno fáctico. A veces se exageran las formalidades, se multiplican las intervenciones de distintos funcionarios, se hace tan complicada la tramitación de una gestión administrativa
, que una vez que se llega a su etapa culmine, luego de haber superado farragosos obstáculos burocráticos, parece impensable que pueda disponerse la “suspensión” de hecho de la operatoria por una causal, que en todo caso no ha podido ser sorpresiva para el organismo encargado de ejecutarla. 


La suspensión del programa, sine die, no es un simple aplazamiento en el goce del derecho, es más que ello, y trae mayores perjuicios a todos los actores involucrados en esa gestión. Así el vecino que gestionó el crédito, que fuera aprobado y que cumplió con todos los recaudos exigidos por la norma y la Administración, ve frustrada su expectativa a consolidar su derecho y a obtener una vivienda. A ello se le suma así la aflicción de no tener resuelta su problemática habitacional, como así también la pérdida de dinero y tiempo invertido en su tramitación (gastos de reserva, alquiler, innumerables diligencias personales) que ha debido afrontar para mantener activa su gestión. El daño causado alcanza también al oferente del inmueble quien aceptó las condiciones impuestas por el I.V.C. y toleró pacientemente los meses de demora para quedar ahora virtualmente “suspendido”. Dicha suspensión se traducirá, seguramente, en el retiro de la oferta de venta y la frustración de la operación inmobiliaria. Como consecuencia de todo lo expuesto el erario público se verá también afectado, pues deberá hacerse cargo de los previsibles reclamos que por daños puedan legítimamente realizar los afectados además de tener que asumir el dispendio innecesario de recursos generados por la deficiente gestión de la operatoria.


6.      Conclusiones

 
La problemática habitacional en la Ciudad de Buenos Aires requiere un giro conceptual.  La situación de colapso actual es el resultado de años de políticas ineficaces que han demostrado una escasa capacidad para abordar y resolver este flagelo pero, esencialmente, es el resultado de un modo de concebir esta problemática como un hecho coyuntural o episódico producto de un mero desajuste temporal.  

 
El problema de la vivienda y del hábitat informal, al igual que la desigualdad social, la pobreza y la exclusión no son problemáticas accidentales ni de sencilla resolución. 

 
El hábitat informal representa la manifestación espacial de la pobreza urbana. Este tipo de hábitat traduce un nivel de integración urbana pero no social. La población pobre de la ciudad, excluida de los bienes y servicios básicos como la vivienda, el agua corriente, la red cloacal, el gas y la electricidad es también la población pobre excluida del mercado formal del trabajo y, frecuentemente, es también la población excluida de los sistemas de participación política y de toma de decisiones –no son los “ciudadanos” sino los “asistidos” por las prácticas asistenciales del Estado. 

 
Los centros urbanos se expanden a pasos agigantados y en un futuro cercano la mayor parte de la población se concentrará en las ciudades.  Sin una adecuada, oportuna, planificada, consensuada y eficaz intervención del Estado la pobreza urbana continuará creciendo de modo exponencial y con ella se agravará la problemática habitacional ya que las ciudades, en su configuración actual, se encuentran lejos de poder ofrecer condiciones equitativas de acceso al suelo urbano, a la infraestructura y a los servicios para los pobres urbanos. 

 
En el estado actual de situación aquellos sectores de la población metropolitana que concentran el poder adquisitivo son los destinatarios de las nuevos emprendimientos y de la expansión urbana. Aquellos otros que sólo tienen la necesidad son los excluidos del mercado y del goce de aquellos derechos que nuestra carta magna local garantiza.

 
Resulta necesario admitir que la ciudad informal es el resultado de la ausencia de políticas estatales de envergadura, estables, previsibles, consensuadas y sostenibles y no el resultado de la voluntad o el capricho de sus productores. Hay una ausencia notoria de políticas que se orienten a erradicar  la pobreza y a radicar a los pobres, mediante estrategias de intervención que tengan su norte en los derechos y no en la posibilidad de pago de este universo poblacional.

 
El tema central de debate es el planeamiento urbano sostenible que garantice una ciudad equitativa, eficiente e inclusiva, donde los sectores de menores recursos tengan el lugar y gocen efectivamente de los derechos que se le reconocen a todos los ciudadanos. 

 
La percepción y el reconocimiento del nivel de criticidad que presenta el problema en la actualidad, es el primer paso en el camino de la solución.

 
Reconocer el problema de la vivienda importa discernir las causas que lo determinaron y actuar en consecuencia.  Para ello resulta imprescindible estructurar una agenda habitacional que permita abordar eficazmente la problemática de la vivienda en la Ciudad y que incluya algunos de los puntos que se proponen:

· Suspensión inmediata de los desalojos de inmuebles o predios de propiedad del Estado local y del Estado Nacional.

· Declaración Legislativa de la Emergencia Habitacional en la Ciudad.

· Transferencia inmediata de partidas presupuestarias que garanticen la asistencia de los grupos familiares que quedarán en situación de desalojo en los próximos meses.

· Convocar a distintos actores de la sociedad civil que trabajen en temas relacionados con el hábitat –ONGs, Organizaciones Confesionales, Universidad, Organismos de Control, Organizaciones Barriales, Sociales y Territoriales- a debatir una Agenda Habitacional que elabore propuestas de corto, mediano y largo plazo y que garanticen la participación efectiva de la sociedad en el diseño y ejecución de las medidas.

· Ley marco de vivienda a nivel local que defina la política habitacional y precise los alcances y contenidos del Derecho a la Vivienda  y del Derecho a la Ciudad incorporando los estándares internacionales en materia habitacional.

· Propiciar herramientas e instrumentos de coordinación con el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires y las autoridades locales de la Región Metropolitana del Gran Buenos Aires (AMBA) en materia habitacional y articular programas de vivienda entre ambas jurisdicciones.

· Políticas se intervención en el mercado que faciliten el acceso a la vivienda de los sectores de menores recursos (políticas de incentivo a la producción de vivienda en áreas postergadas de la ciudad; incentivos a la producción de ciertas categorías de viviendas -“sencilla” o “confortable”-; desalentar el mantenimiento de tierras vacantes e inmuebles ociosos; entre otras).

· Conformación efectiva de un Banco de Inmuebles con fines sociales que incorpore tierras e inmuebles del Gobierno de la Ciudad, del Estado Nacional o Provincial y tierras de dominio privado que resulten aptas para la construcción.

· Inventariar y recuperar –afectándolos a programas de vivienda social- el Patrimonio Inmobiliario Estatal que no tenga un fin específico.

· Desarrollo de Programas que aborden efectivamente la emergencia habitacional a través de políticas que asistan a las familias en el corto plazo y se articulen con operatorias de mediano y largo plazo que propicien soluciones sustentables.

· Incorporar –de modo efectivo- la participación de la ciudadanía en la planificación, diseño, ejecución y control de los programas habitacionales.

· Mecanismos de financiación y programas de subsidio a la demanda que sean eficaces, que aseguren un monto que viabilice la compra de inmuebles en el ejido urbano y modalidades y plazos de ejecución que se ajusten a la celeridad que presentan las transacciones inmobiliarias en el mercado privado.

· Programas de subsidio a la oferta de viviendas que prioricen a los sectores de menores recursos.

· Diseño consensuado de un Programa Integral de regularización de villas y asentamientos que reconozca explícitamente el derecho de la población residente a ocupar el espacio urbano en igualdad de condiciones con el resto de la ciudad; que valorice el proceso de producción de hábitat efectuado por los ocupantes; que garantice la disponibilidad del suelo urbano necesario; que establezca metas por etapas y plazos objetivos, que se oriente a resolver los problemas más urgentes –construcción y mejoramiento de viviendas, infraestructura y servicios adecuados, regularización dominial, equipamiento comunitario- y que asegure la participación efectiva de los afectados y de las organizaciones de la sociedad civil en la etapa de diseño y ejecución de los programas. Para el caso de asentamientos que se emplacen en predios que no son susceptibles de ser urbanizados (terrenos lindantes con las vías del ferrocarril, bajo autopistas, etc) se debe asegurar la radicación de la población en tierras aptas cercanas a su lugar de emplazamiento.

· Programas de viviendas transitorias

· Programas de vivienda en arriendo y/o comodato para adultos mayores autoválidos y mujeres jefas de familia.

· Promoción de políticas que favorezcan los procesos de autogestión del hábitat.

ANEXO I

Listado Parcial de Juicios de Desalojo con Sentencia Firme a Ejecutar en los próximos meses.

	DOMICILIO
	CANTIDAD DE FAMILIAS

	GAONA 2927
	9

	PARACAS 107-109 Y FINOCHIETO 1202
	43 

	FRAY CAYETANO RODRIGUEZ 383/85
	12

	CENTENERA
	8

	EVA PERON 1060
	10

	DEL BARCO CENTENERA 742
	24

	TRELLES 2864
	14

	HUMBERTO 1º 2682
	8

	SALADILLO 5522/5524
	

	CASEROS 514
	50

	BELGRANO 3965
	9

	JEAN JAURES 486
	5

	HIPOLITO YRIGOYEN 3662
	16

	MORENO 2559
	28

	ALVAREZ JONTE 3059/61
	23

	SAN JOSE 1223/21
	32

	SANTA MARIA DEL BUEN AYRE 875
	11 

	SUAREZ 481
	19

	SUAREZ 687
	10

	PERON 690
	30

	GURRUCHAGA 742
	35

	E.E.U.U. 3629/31/27
	13

	CONSTITUYENTES AV. 6093
	

	ALCARAZ 1648
	10

	ESCALADA 1648
	13

	2 ELADA 5095/99
	2 

	COCHABAMBA 1225
	16

	ALSINA 2309
	32/42

	24 DE NOVIEMBRE 433/35
	18

	DIRECTORIO 3753
	15

	URIBURO 5695
	28 

	ARGERICH 2746
	20 

	MORENO 540 1º PISO
	20

	MIRAFLORES 2216
	14

	ACEVEDO 1173
	20

	SARADI 1264/66
	43

	MONTES DE OCA 288
	13

	GALLARDO 136
	16

	MINISTRO BRIN 1251/53
	14

	CEVALLOS 1834
	30

	HUMBERTO 1º 1430
	19

	CASTILLO 144
	30

	PEDRO DE MENDOZA 1437
	12

	GAVILAN 2431
	16 

	LARREA 685
	10

	CORONEL SALVADOR 820
	16

	PASEO COLON 528
	62

	BRANSEN 637
	15

	CALIFORNIA 1014
	20

	MEXICO 2138
	16/7

	ZELAYA 2136
	61

	ARANGUREN 2864
	17

	SUAREZ 610
	11

	CONGRESO 5014
	18

	ANCHORENA, GERONIMO 439
	11

	JORGE NEWBERY 3764
	10/15

	CORRIENTES 5853
	18

	CORRIENTES 4092
	16

	GUATEMALA 4242
	24

	LAVALLE 1638
	22 

	CUCHA CUCHA 1061
	20

	CORDOBA 6225
	7

	PERON 2552
	13 

	BRANSEN 740
	8

	AMEGUINO 923
	12/26

	J. B. JUSTO 5138
	18 

	PUEYRREDON 2381
	25 

	SARANDI 1376
	40

	C ARENAL 4768
	13/12

	MATHEU 118
	34

	PARAGUAY 2466
	15

	LAVALLE 3470
	25

	PASEO COLON 1588
	103

	BOLIVAR 480
	150/238

	LAGUNA 753
	1

	MARISCAL ANTONIO SUCRE 4213
	4

	BUCARELLI 2990
	15

	SAAVEDRA 261
	6

	TRES ARROYOS 1690
	29

	BILBAO 5084
	3

	ALVAREZ JONTE 3059/61
	23 

	SAAVEDRA 456
	6

	SENILLOSA 417
	10

	HUMBERTO 2284
	2

	THORNE 1202
	2

	ARTIGAS 626/30
	19

	WARNES 2105
	14

	
	


Fuente: Programa de Atención a Familias en Situación de Calle. Ministerio de Derechos Humanos y Sociales, GCBA.
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� La estimación se obtiene de computar un solo grupo familiar –integrado por cuatro personas-  por causa de desalojo iniciada. Sabemos que el valor es meramente aproximado toda vez que, de un total de 87 juicios con sentencia firme de lanzamiento informados por la Justicia al Programa de Atención a Familias en Situación de Calle, el 57% de las causas afecta,  cada una de ellas, a más de diez (10) grupos familiares. 


� Plan Estratégico Buenos Aires 2010 (www-buenosaires2010.org.ar/plan2010/capítulo2_p29.asp)


� Plan Estratégico Buenos Aires 2010. Idem.


� Plan Estratégico Buenos Aires 2010. Idem.


� Dirección General de Estadística y Censos. SEC.Sistema Estadístico de la Ciudad. Julio de 2007


� DGEyC.SEC.idem


� Este decreto fue posteriormente derogado por Decreto nº 220/07 que estableció la obligación, en los trámites de permiso de obra que se encontraban suspendidos por decreto 1929/06 así como en los nuevos, de presentar un Certificado de Uso Conforme exigido por el artículo 2.1.1 "Finalidad" del Código de Planeamiento Urbano especificando la factibilidad del suministro del servicio de agua potable y desagües domiciliario avalado por el Certificado de Factibilidad Técnica e Hídrica expedido por la empresa AySA


� DGEyC. Anuario Estadístico 2005


� Dirección General de Estadísticas y Censos del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


� Los datos se obtuvieron en base a un relevamiento de 1522 terrenos ubicados en distintos puntos de la Ciudad que comprenden 787.872 m2 de suelo urbano.  El precio máximo por metro cuadrado relevado ascendió a U$S 9166,7.


� INDEC, Censo Nacional de Población, 2001.


� DGEyC (GCBA). Encuesta Anual de Hogares.Año 2006


� Sistema Estadístico de la Ciudad –SEC informa-, julio 2007.


� BIN/Nº 908,  de fecha 14 de septiembre de 2007.


� Observación General N.° 4 sobre el derecho a una vivienda adecuada, adoptada el 12 de diciembre de 1991 por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas.


� En los objetivos de la Parte II y en el párrafo f) del artículo 10 de la Declaración sobre progreso y desarrollo en lo social (1969), proclamada por la Asamblea General en su resolución 2542 (XXIV) de 11 de diciembre de 1969, se establece que "El progreso y el desarrollo en lo social deben encaminarse a la continua elevación del nivel de vida tanto material como espiritual de todos los miembros de la sociedad, dentro del respeto y del cumplimiento de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, mediante el logro de los objetivos principales siguientes: f) La provisión a todos, y en particular a las personas de ingresos reducidos y a las familias numerosas, de viviendas y servicios comunales satisfactorios.


� Declaración de Vancouver sobre los Asentamientos Humanos (1976), aprobada por la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Asentamientos Humanos en 1976, párrafo 8 de la sección III y párrafo 3 de la sección A del capítulo II.


� Ver Resolución 42/146 de la Asamblea General titulada "Realización del derecho a una vivienda adecuada", aprobada el 7 de diciembre de 1987; Resolución 1987/62 del Consejo Económico y Social, titulada "Realización del derecho a una vivienda adecuada", aprobada el 29 de mayo de 1987; Resolución 1986/36 de la Comisión de Derechos Humanos titulada "Realización del derecho a una vivienda adecuada", aprobada el 12 de marzo de 1986; Resolución 1987/22 de la Comisión de Derechos Humanos, titulada "Realización del derecho a una vivienda adecuada", aprobada el 10 de marzo de 1987; Resolución 1988/24 de la Comisión de Derechos Humanos, titulada "Realización del derecho a una vivienda adecuada", aprobada el 7 de marzo de 1988; Resolución 1993/77 de la Comisión de Derechos Humanos, titulada "Desalojamientos forzosos", aprobada el 10 de marzo de 1993; Resolución 14/6 de la Comisión de Asentamientos Humanos, titulada "El derecho humano a una vivienda adecuada", adoptada el 5 de mayo de 1993, Resolución 1991/12 de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, titulada "Desalojamientos forzosos", aprobada el 28 de agosto de 1991; Resolución 1991/26 de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, titulada "Fomento del derecho a una vivienda adecuada", aprobada el 29 de agosto de 1991.


�  Ekmekdjian, Miguel Angel, Tratado de Derecho Constitucional, Tomo 1, p. 103.


� Disponibilidad de servicios, materiales e infraestructuras.Todos los beneficiarios del derecho a una vivienda adecuada deben tener acceso permanente a recursos naturales y comunes, agua potable, energía para la cocina, calefacción y alumbrado, instalaciones sanitarias y de aseo, almacenamiento de alimentos, eliminación de deshechos, drenaje y servicios de emergencia. Gastos de vivienda soportables. Los gastos personales o del hogar que entraña la vivienda deben ser de un nivel que no impida ni comprometa el logro y la satisfacción de otras necesidades básicas. Se deben crear subsidios para los que no puedan costearse una vivienda y se debe proteger por medios adecuados a los inquilinos contra niveles o aumentos desproporcionados de los alquileres. En las sociedades en que los materiales naturales constituyen las principales fuentes de material de construcción de vivienda, los Estados parte deben adoptar medidas para garantizar la disponibilidad de esos materiales. Vivienda habitable. Una vivienda adecuada debe ser habitable. En otras palabras, debe ofrecer espacio adecuado a sus ocupantes y protegerlos del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u otros peligros para la salud, riesgos estructurales y vectores de enfermedad. Debe garantizar también la seguridad física de los ocupantes. Vivienda asequible. La vivienda adecuada debe ser asequible a los que tengan derecho a ella. Debe concederse a los grupos en situación de desventaja un acceso pleno y sostenible a los recursos adecuados para conseguir una vivienda. Debe garantizarse una cierta prioridad en la esfera de la vivienda a los grupos desfavorecidos como las personas de edad, los niños, los incapacitados físicos, los enfermos desahuciados, las personas infectadas con el virus VIH, las personas con problemas médicos persistentes, los enfermos mentales, las víctimas de desastres naturales, las personas que viven en zonas en que suelen producirse desastres, y otros grupos de personas. Lugar. La vivienda adecuada debe encontrarse en un lugar que permita el acceso a centros de empleo, servicios de atención de salud, guarderías, escuelas y otros servicios sociales. La vivienda no debe construirse en lugares contaminados ni en la proximidad inmediata de fuentes de contaminación que pongan en peligro el derecho a la salud de los habitantes. Adecuación cultural de la vivienda. La manera en que se construye la vivienda, los materiales de construcción utilizados y las políticas en que se apoyan deben permitir una adecuada expresión de la identidad cultural y la diversidad de la vivienda. Las actividades vinculadas al desarrollo o la modernización en esta esfera deben velar porque no se sacrifiquen las dimensiones culturales de la vivienda. 





� Ver Observación General N.° 4 sobre el derecho a una vivienda adecuada, adoptada el 12 de diciembre de 1991 por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Velásquez Rodríguez, sentencia de 29 de julio de 1988.  





� Considerandos del decreto 607/97.


� Decreto 607/97, Anexo I


� Ver Resolución 1510/01, entre otras.


� Nota nº 5204-SSVKG-2001 de la Vicejefatura de Gabinete, del GCBA, 28 de septiembre de 2001.


� El decreto definió a las “familias en situación de calle” como aquellas familias que se encuentran transitoriamente sin vivienda o refugio alguno por desalojo o por causas no originadas en fenómenos meteorológicos o hechos fortuitos.


� Entre enero y mayo de 2006 los subsidios se otorgaron en el marco del decreto 895/02. De junio en adelante, el programa en vigencia es el reglado por el decreto 690/06.


� En el caso del Barrio Rivadavia, la categoría de Villa de Emergencia le había sido ya asignada por el Decreto nº 5582  (B.M. nº 15.660), de fecha 18 de noviembre de 1977, del entonces Intendente  Municipal Cacciatore, en  razón de que dicho barrio no se adecuaba a los principios urbanísticos que regulaban el parcelamiento, a las dimensiones de las calles ni a las exigencias del Código de Edificación. Tal calificación se fundó también en la precariedad que presentaban las viviendas construidas por el Estado dos décadas atrás en el marco de un Programa de Erradicación de Villas de Emergencia. Por dicho acto se sujetaba al Barrio Rivadavia a erradicación.


� La Ordenanza 33652/77 (B.M. 15.660, 2/12/77) estableció en su artículo 1º que “La Comisión Municipal de la Vivienda, sin perjuicio de las misiones y funciones que le acuerda la ley 17.174, tendrá a su cargo la tarea de erradicar las llamadas “villas de emergencia” y todo otro asentamiento poblacional precario o transitorio, existentes dentro del ámbito de la Capital Federal, como asimismo impedir la formación o crecimiento de los mismos.


� Se incluye el número de familias registradas como ausentes al momento del relevamiento que no pudieron ser censadas por el IVC.


� Se declararon innecesarios para la gestión –en los términos de la Ley nº 23.697- una nómina de inmuebles de propiedad del Estado Nacional y se autorizó la venta a sus ocupantes.


� Se autoriza al Intendente Municipal de la Ciudad de Buenos Aires a transferir a la entonces Comisión Municipal de la Vivienda los inmuebles de propiedad de la Comuna que resulten aptos para la construcción de viviendas destinadas a familias de escasos recursos.


� IVC. Registro nº 12973/MGEYA/2006.


� IVC. Idem anterior


� IVC. Registro 10.785-MGEYA-2007


� No se incluyen las obras que está ejecutando la Fundación Madres de Plaza de Mayo en Villa 15 y Los Piletones.


� Incluye las viviendas ejecutadas hasta la fecha ya que la información no fue desagregada por el IVC.	


� Según Memorando 156, de fecha 6 de septiembre de 2002, remitido por la Gerencia de Proyectos y Obras, de la ex Comisión Municipal de la Vivienda.


� Instituto de Vivienda de la Ciudad, registro nº 12973/MGEYA/2006


� El análisis se restringe al mismo período para facilitar la comparación.


� Ley nº 964, modificatoria de la Ley nº 341.








� Ley 341, artículo 11.


� Resolución nº 4658/04 de la Defensoría del Pueblo de la CABA.


� El precepto legal entiende por hogar a todo grupo de personas, parientes o no, que vivan bajo un mismo techo, de acuerdo con el régimen familiar, compartiendo gastos de alimentación, incluyéndose en esta categoría a las personas que vivan solas.





� En diversos informes del IVC se sostuvo que“...la Operatoria de Créditos Individuales se encuentra restringida a las solicitudes ya iniciadas; las nuevas inscripciones sólo se realizan por excepción para los casos de emergencia habitacional, debidamente acreditados. Dicho proceder se debe a que los fondos presupuestarios asignados a la misma se encuentran, casi en su totalidad, afectados a los créditos que tramitan desde el año pasado...”.C. Nota nº 3120/IVC/2005; C.Reg. nº 1414/MGESYA/2005; Reg. nº 17305/MGESYA/05); C. Reg. nº 066/MGESYA/05; C. Reg. nº 1413/MGESYA/05; C. Reg. nº 1410/MGESYA/05; C. Reg. nº 4412/MGESYA/05; C. Reg. nº 5411/MGESYA/05; entre otros.


� Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, art. 10; concordante con el art. 28 de la Constitución de la Nación Argentina.


� Defensoría del Pueblo de la CABA. Actuación nº 4152/07, fs. 6.


� Defensoría del Pueblo de la CABA. Resolución nº 2445/07.


� En palabras de la Corte se define como “todos los intereses apreciables que el hombre puede poseer fuera de sí mismo, fuera de su vida y de su libertad” (“Fallos” 176:363).


� � HYPERLINK "http://www.gordillo.com" ��www.gordillo.com�.
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Hoja1

				Nro.familias				Cant. Deslojos

				original		de minima

				1		1		1		1

				2		2		3		6

				3		3		1		3

				4		4		1		4

				5		5		1		5

				6		6		2		12				Cantidad de desalojos s/nro, de familias afectadas

				7		7		1		7				1 a 10 familias		22

				)7-16		7		1		7				11 a 20		38

				8		8		3		24				21 a 30		13

				9		9		2		18				31 a 40		5

				10		10		5		50				41 a 50		3

				)10-15		10		1		10		22		51 a 60		0

				11		11		3		33				61 a 70		2

				12		12		2		24				103		1

				)12-13		12		1		12				238		1

				)12-26		12		1		12				s/n		2

				13		13		4		52						87

				14		14		4		56

				15		15		4		60

				16		16		6		96

				17		17		1		17

				18		18		4		72

				19		19		3		57

				20		20		5		100		38

				21		21				0

				22		22		1		22

				23		23		2		46

				24		24		2		48

				25		25		2		50

				28		28		2		56

				29		29		1		29

				30		30		3		90		13

				32		32		1		32

				32 a 42		32		1		32

				34		34		1		34

				35		35		1		35

				40		40		1		40		5

				43		43		2		86

				50		50		1		50		3

				61		61		1		61

				62		62		1		62

				103		103		1		103

				150/238		238		1		238

				s/n		s/n		2

										1852
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Hoja2

		

				TOTAL DESALOJOS:						87

				TOTAL FAMILIAS DESALOJADAS (*)						1852

				Cantidad de desalojos s/nro, de familias afectadas

				Cantidad familias		Cantidad desalojos

				1 a 10		22

				11 a 20		38

				21 a 30		13

				31 a 40		5

				41 a 50		3

				51 a 60		0

				61 a 70		2

				103		1

				238		1

				s/n		2

				(*) DE 2 DESALOJOS NO SE EXPLICITAN CANTIDAD DE FAMILIAS

		Sobre el total de 87 desalojos el 57% corresponde a desalojos con mas de 11 familias





Hoja4

		

		36 asentamientos				720

						500

						112

						60

						60

						250

						300

						324

						12

						80

						60

						21

						300

						15

						70

						4

						180

						400

						300

						100

						140

						150

						80

						100

						100

						180

						136

						2000

						10

						22

						6786

						86185

						57892

						1024231

						469610

						237827





 hog.atendidos 12 y 6 meses

		

		Cantidad de hogares atendidos por el Programa

				Beneficiarios

		Enero a Diciembre - 2006		4146

		Enero a Junio - 2007		3657





 hog.atendidos 12 y 6 meses

		0

		0



4146

3657



 hog.atendidos 6 meses 

		

		Cantidad de hogares atendidos por el Programa

				Beneficiarios

		1er. Semestre 2006		1106

		1er. Semestre 2007		3657





 hog.atendidos 6 meses 

		0

		0



1106

3657



metros construidos

		

						Cantidad de m2 construidos						Variación Porcentual

						2001		2002		2005		2005 en relación a 2001		2005 en relación a 2002

						1,027,069		297,867		2,160,872		110		625

				2001		1,027,069

				2002		297,867

				2005		2,160,872





metros construidos

		0		0

		0		0

		0		0



Período

m2

1.027.069

297.867

2.160.872



Produccion viviendas

		

				Tierra del Fuego		398

				Ciudad de Bs.As.		418

				Formosa		567

				Santa Cruz		837

				Catamarca		864

				Jujuy		965

				La Pampa		996

				Neuquen		1191

				La Rioja		1344

				Chubut		1377

				San Juan		1495

				Tucuman		1575

				Chaco		1751

				Sgo. del Estero		1767

				Salta		1818

				Entre Rios		1828

				Corrientes		1844

				Santa Fe		2154

				Misiones		2188

				Rio Negro		2233

				San Luis		2464

				Córdoba		2697

				Mendoza		2905

				Pcia. Bs.As.		6076
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		1994		1994

		1995		1995

		1996		1996

		1997		1997

		1998		1998

		1999		1999

		2000		2000

		2001		2001

		2002		2002

		2003		2003

		2004		2004



159

115

135

878

572

127

825

852

424

501

261

168



Poblacion residente en villas

		

						1983				12593

						1991				50945

						1993				62952

						1997				65572

						1999				76862

						2001				108056





Poblacion residente en villas
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Produccion de vivienda

		

				1993				159

				1994				115

				1995				135

				1996				878

				1997				572

				1998				127

				1999				825

				2000				852

				2001				424

				2002				501

				2003				261

				2004				168

																														Menores de 18 años				343

																														Mayores				333
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